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I. Introducción

En este artículo introductorio, es mi in-
tención repasar someramente algunas de las 
novedades aportadas por la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad (CDPD), la Ley Nacional de Salud 
Mental (LNSM) y el Código Civil y Comer-
cial de la Nación (CCC), en relación con los 
derechos humanos de las personas con dis-
capacidad psicosocial -en especial aquellas 
internadas por motivos de salud mental-; así 
como las transformaciones de enfoques que 
este nuevo paradigma normativo, social, y 
cultural, debiera generar en el rol desarro-
llado en estos casos por el Poder Judicial y la 
Defensa Pública. 

Específicamente, reseñaré algunas de las 
experiencias implementadas en este sentido 
por el Ministerio Público de la Defensa, te-
niendo como eje de análisis, principalmente, 
las situaciones acaecidas durante las interna-
ciones coactivas en efectores de salud men-
tal. Finalmente, después de comentar las re-
gulaciones incorporadas en la temática por 
el reciente Código Civil y Comercial, con-
cluiré con algunas reflexiones como nuevos 
puntos de partida.
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II. El nuevo paradigma asentado en los 
derechos humanos

II.1. Derechos y garantías en la LNSM

Con el voto unánime de la Cámara de Se-
nadores, el 25 de noviembre de 2010 fue san-
cionada la Ley Nacional de Salud Mental Nº 
26.657 (LNSM)1. Participaron del debate re-
ferentes del campo de la salud mental y de los 
derechos humanos, asociaciones de familia-
res y de usuarios, autoridades gubernamen-
tales, legisladores y jueces, instituciones de 
salud, referentes internacionales, e investiga-
dores y docentes de universidades públicas2.

La movilización social que se generó alre-
dedor de esta ley se explica porque la norma-
tiva aprobada significa una transformación 
del paradigma (CELS-MDRI 2007), al poner 
el foco principal en el sujeto y sus derechos. A 
partir de la nueva ley, se define la salud men-
tal bajo el prisma de los derechos humanos, 
como “un proceso determinado por compo-
nentes históricos, socio-económicos, cultura-
les, biológicos y psicológicos, cuya preserva-
ción y mejoramiento implica una dinámica 
de construcción social vinculada a la concre-
ción de los derechos humanos y sociales de 
toda persona” (art. 3 LNSM).

1 La ley 26.657 fue promulgada el 2 de diciembre de 2010 
y reglamentada por Decreto 603/13, el 28 de mayo de 2013.

2 Participaron, entre otros, la Dirección Nacional de Sa-
lud Mental y Adicciones del Ministerio de Salud de la Na-
ción, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, 
el INADI, la Organización Panamericana de la Salud 
(OPS), el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), 
la Red de Familiares, Usuarios, Voluntarios, Estudiantes 
y Profesionales (Red FUV), la Red por los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (REDI), la Asamblea Per-
manente de Usuarios de los Servicios de Salud Mental 
(APUSSAM), la Asociación por los Derechos en Salud 
Mental (ADESAM), etc. 

Es así, que la LNSM codifica derechos 
humanos de las personas con padecimientos 
mentales:
•	 Reafirma la condición de sujeto de dere-

chos de las personas con padecimientos 
mentales, su autonomía y su capacidad 
para tomar decisiones respecto de lo que 
les sucede.

•	 Reconoce el derecho a recibir atención 
integral de la salud mental, mediante 
abordajes respetuosos del derecho a la 
integración en la comunidad, que tien-
dan a mantener los lazos sociales, fami-
liares y laborales.

•	 Aclara el derecho a que los tratamientos 
en salud mental sean guiados por el dere-
cho a la rehabilitación de la persona, y en 
el marco de abordajes interdisciplinarios.

•	 Establece el derecho de las personas con 
padecimientos mentales a vivir en su 
comunidad, lo que significa la desinsti-
tucionalización de la salud mental me-
diante la prohibición de la creación de 
nuevos manicomios, la adaptación de los 
efectores existentes, la promoción de la 
atención primaria de la salud y la aten-
ción en dispositivos comunitarios, inclu-
yendo los hospitales generales.

•	 Preserva el derecho a que toda presta-
ción sea provista luego de que la persona 
otorgue su consentimiento libre e infor-
mado, con respeto de la voluntad y per-
sonalidad jurídica de la persona usuaria.

•	 Implica el derecho a no ser objeto de inves-
tigaciones clínicas ni de tratamientos expe-
rimentales sin consentimiento fehaciente.

•	 Establece que la internación debe ser con-
siderada como un recurso terapéutico ex-
cepcional y por el menor tiempo posible, y 
restringe las internaciones coactivas a su-
puestos excepcionales en que se verifique 
una situación de “riesgo cierto e inminen-
te” debidamente constatado y acreditado 
por un equipo interdisciplinario de salud.
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•	 Reserva para la justicia el rol de contralor 
y garante de los derechos de las personas 
con padecimientos mentales, de manera 
activa, periódica, y desde el comienzo de 
la internación.

•	 Garantiza el debido proceso, incluyen-
do especialmente el derecho a contar con 
asistencia legal gratuita desde el inicio del 
procedimiento de internación involuntaria, 
lo que incumbe de forma directa a los ser-
vicios de defensa pública en todo el país.

II.2. Estándares internacionales y ante-
cedentes jurisprudenciales

La LNSM incorpora innovaciones técni-
cas que la enmarcan en los estándares inter-
nacionales de salud mental y de derechos hu-
manos, que el Estado argentino está obligado 
a cumplir, debido a los compromisos asumi-
dos al suscribir tratados y otros instrumentos 
de derecho internacional. 

Así, la ley se basa en los “Principios de Sa-
lud Mental de la ONU” (1991), que forman 
parte de la nueva normativa. La “Declaración 
de Caracas” (OPS/OMS 1990) y los “Princi-
pios de Brasilia rectores para el desarrollo de 
la atención en Salud Mental en las Américas” 
(OPS/OMS 2005) se mencionan como orien-
tadores de políticas públicas (art. 2 LNSM). 

Además, el abordaje comunitario de la sa-
lud mental que plantea la LNSM se enmarca en 
el modelo social de la discapacidad adoptado 
en 2006 por la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad (CDPD), ra-
tificada en Argentina en el año 2008 por me-
dio de la ley Nº 26.378, y elevada al rango de 
instrumento con jerarquía constitucional en el 
año 2014, por medio de la ley Nº 27.044.

Por su parte, la doctrina sentada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) en el caso Ximenes Lopes v. Bra-

sil 3, y por la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (CSJN), en materia de salud mental 
y adicciones, a través de los fallos “Tufano”4, 

“R.M.J.”5 y “Arriola”6, orientó también el con-
tenido de la LNSM. La CSJN ya había inter-
pelado, a través de estos fallos, a los poderes 
legislativo y ejecutivo, para que se avance en 
el rediseño de normas y políticas públicas de 
salud mental, de acuerdo a los estándares in-
ternacionales de derechos humanos. 

En efecto, en estos precedentes judiciales 
se introducen cuatro conceptos clave, que 
han sido reconocidos luego por la LNSM:
i)	 Colectivo con debilidad jurídica estruc-

tural. Las personas con padecimiento 
mental conforman un colectivo social en 
particular situación de “vulnerabilidad, 
fragilidad, impotencia y abandono”, lo 
que crea verdaderos “grupos de riesgo” en 
cuanto al pleno y libre goce de los dere-
chos fundamentales, debido a la “debili-
dad jurídica estructural que sufren”.

ii)	 Sujetos de derechos. Las personas institu-
cionalizadas por razones de salud mental 
resultan “sujetos titulares de derechos 
fundamentales”, respecto de los cuales “la 
regla debe ser el reconocimiento, ejercicio 
y salvaguardia especial de esos derechos”, 
destacando “la necesidad de establecer 
una protección normativa eficaz”.

iii)	La internación como factor de riesgo y vul-
nerabilidad. Las personas con discapacidad 
que viven o son sometidas a tratamientos 
en instituciones psiquiátricas “son parti-
cularmente vulnerables a la tortura u otras 

3 Corte IDH, Ximenes Lopes v. Brasil. Sentencia del 4 de 
julio de 2006. Serie C Nº149

4 CSJN, “Tufano, R.A. s/ internación”, rta. 27/12/05, 
Fallos 328:4832.

5 CSJN, “R., M. J. s/ insania”, rta. 19/02/08, Fallos  331:211.

6 CSJN, “Arriola, S. y otros s/ causa nº 9080”, rta. 
25/08/2009, Fallos 332:1963.
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formas de trato cruel, inhumano o degra-
dante”. La vulnerabilidad intrínseca de las 
personas con discapacidades mentales “es 
agravada por el alto grado de intimidad 
que caracteriza los tratamientos de las en-
fermedades psiquiátricas que torna a esas 
personas más susceptibles a tratos abusivos 
cuando son sometidos a internación”. 

iv)	 Protección especial y estricta vigilancia. 
La situación de vulnerabilidad que se 
reconoce a las personas internadas de-
termina que el Estado deba garantizar, a 
través de todos los agentes involucrados, 
una protección especial y una estricta 
vigilancia, con la obligación de asegurar 
que en toda institución pública o privada 
se preserve el derecho de las personas in-
ternadas a recibir un tratamiento digno, 
humano y profesional.

Con posterioridad, y como se desarrolla-
rá luego, el nuevo Código Civil y Comercial 
de la Nación ratificó y profundizó los postu-
lados de la LNSM en cuanto al tratamiento 
jurídico de las situaciones que involucren a 
personas con padecimientos mentales, en es-
pecial las internaciones y las restricciones a 
la capacidad jurídica. 

III. El cambio de rol asignado al Poder 
Judicial por la CDPD y la LNSM 

Desde la vigencia de la CDPD y del mo-
delo social de la discapacidad, no resulta legí-
tima la privación de libertad de una persona 
por la “mera existencia de una discapacidad”.7

Desde el derecho internacional de los de-
rechos humanos no queda ninguna duda de 

7 CDPD, art. 14: “Libertad y seguridad de la persona. 
1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad, en pie de igualdad con los demás: b) No 
se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y 
que cualquier privación de la libertad sea de conformi-
dad con la ley, y que en ningún caso el hecho de que haya 
una discapacidad justifique una privación de la libertad”.

que una internación involuntaria, coactiva o 
forzosa, aun por razones de “preservación de 
la salud mental”, es en efecto una restricción 
de la libertad.8

En el mismo sentido, la LNSM encuadra 
la internación involuntaria como una priva-
ción de libertad, colocando al Poder Judicial 
en rol de garante último de esa situación, y 
asignándole el deber de controlar para evitar 
detenciones arbitrarias. Así, se le impone al 
juez el deber de examinar que dichas medidas 
respeten los recaudos de legalidad, proporcio-
nalidad y razonabilidad exigidos para toda 
restricción de un derecho humano.

Con la sanción de la LNSM se establece 
como único justificativo para una internación 
coactiva, la existencia -comprobada y funda-
da por un equipo interdisciplinario de salud- 
de una “situación de riesgo cierto e inminente 
para sí o para terceros”, y que la internación 
involuntaria se trate del último recurso tera-
péutico disponible, aplicado en forma restric-
tiva y excepcional, por el tiempo más breve 
posible, para impedir el daño.9

En este sentido, la ley clasifica la internación 
involuntaria como una medida restrictiva, de-
biendo el juez controlar puntualmente que: i) 

8 Esta discusión se encuentra saldada desde el punto de 
vista jurídico, por cuanto la equiparación se realiza en un 
sentido pro homine, a los efectos de maximizar la protec-
ción de los derechos fundamentales de las personas in-
ternadas. Por lo demás, diversos instrumentos jurídicos 
reconocen esta clasificación. Por ejemplo, la Resolución 
1/08 “Principios y buenas prácticas sobre la protección de 
las personas privadas de libertad en las Américas” de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Simi-
lar criterio se desprende del art. 4 del Protocolo Facul-
tativo a la Convención contra la Tortura y otros Tratos 
o Penas Crueles, de jerarquía constitucional. Además, 
la CSJN lo tiene dicho desde 1923, en el caso “Duba de 
Moracich, Recurso de Habeas Corpus”, donde equiparó 
la internación forzosa con una detención.

9 Ver arts. 14, 15, 20 y 21 de la LNSM. En el mismo sen-
tido, ver ppios. 11.11, 16.1.a, y 17.3 de los “Principios de 
Salud Mental ONU”.
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se trate siempre de un acto terapéutico debida-
mente justificado; ii) se aplique como un último 
recurso, con carácter excepcional, sólo si no son 
posibles los abordajes sanitarios ambulatorios; 
iii) se indique como la alternativa terapéutica 
más conveniente, y menos restrictiva posible; 
iv) se prescriba con la posibilidad de mantener 
la comunicación con el exterior, los vínculos 
afectivos, y los lazos sociales; v) sea producto 
de la decisión de un equipo interdisciplinario; 
vi) no se utilice como respuesta a problemas 
habitacionales o como modo de “cronificación”; 
vii) y, fundamentalmente, se aplique si y sólo si 
se está en presencia de una situación de riesgo 
cierto e inminente para sí o para terceros.10

Es así que puede definirse el rol del juez, 
en estos casos, como garante del contralor le-
gal inmediato de la internación, medida que 
constituye un acto sanitario.

Ello así, por cuanto la nueva ley define –
como ya se dijo- que toda internación invo-
luntaria siempre es excepcional y debe adop-
tarse sólo en una situación de emergencia, lo 
que autoriza a proceder rápidamente por par-
te del personal sanitario (sin requerir orden 
judicial), para no generar omisiones que per-
judiquen la salud del afectado. En esos casos, 
se impone la obligación al efector sanitario 
de dar inmediato aviso al juez (y a la Defensa 
Pública y al Órgano de Revisión), que contro-
lará la procedencia de la medida.

En consecuencia, queda claro que la 
LNSM reformula el rol clásico del Poder Ju-
dicial en esta temática, aplicando para ello la 
doctrina sentada por la CSJN (“Tufano” y “R., 
M.J.”), y delineando el perfil requerido de juez 

10 El criterio de riesgo cierto e inminente para sí o para ter-
ceros, como única causal válida para proceder a una inter-
nación coactiva, fue especificado en el art. 20 del Decreto 
603/13, reglamentario de la LNSM, al establecer: “entién-
dese por riesgo cierto e inminente a aquella contingencia o 
proximidad de un daño que ya es conocido como verdade-
ro, seguro e indubitable que amenace o cause perjuicio a la 
vida o integridad física de la persona o terceros.”

como agente garante del control externo, acti-
vo y periódico de la internación, ejercido con 
inmediatez y en el marco del plazo razonable 
(Laufer Cabrera 2011, 189-202).

IV. El cambio de rol asignado a la De-
fensa Pública por la CDPD y la LNSM

La CDPD exige el deber de garantizar a 
todas las personas con discapacidad igual pro-
tección legal, por lo que las exigencias del de-
bido proceso y el derecho de defensa en juicio, 
válidos para todos los demás procesos admi-
nistrativos o judiciales, deben aplicarse tam-
bién en el control judicial de una internación. 

Para delinear adecuadamente el rol de la 
defensa en estos ámbitos, se deberán tener en 
cuenta instrumentos internacionales que con-
tienen indicaciones al respecto, como la propia 
CDPD (arts. 2, 3, 4, 5, 12, 13 y 14), la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos 
(arts. 8 y 25), los “Principios de Salud Mental 
de la ONU” (principios 1, 18 y 19), y las Reglas 
de Brasilia sobre acceso a la justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad11.

La LNSM también produce innovacio-
nes en la intervención que corresponde a la 
Defensa Pública. En este sentido, en su art. 3 
aclara que “se debe partir de la presunción de 
capacidad de todas las personas”, en línea con 
el art. 12 de la CDPD, en cuanto al trato de 
la persona con discapacidad como sujeto ple-
no de derecho, con capacidad jurídica y, por 
ende, con la posibilidad de tomar decisiones 
autónomas y, así, manifestar voluntad, deseos, 
preferencias y mandatos al defensor que deba 
asistirlo jurídicamente.

11 Ver en especial reglas 8, 29, 30, 31, 33, 38, 40, 41, 
51, 53, 54, 58, 59, 63 y 64. Las Reglas de Brasilia fue-
ron adoptadas en 2008 en la XIV Cumbre Judicial 
Iberoamericana. La CSJN, a través de la Acordada Nº 
5/2009, resolvió “adherir a las Reglas de Brasilia”, esta-
bleciendo que “deberán ser seguidas –en cuanto resulte 
procedente- como guía en los asuntos a que se refieren”.
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Otro artículo de la LNSM a tener en cuenta 
para completar el perfil de defensa requerido 
es el 7, que establece un catálogo de derechos 
mínimos, entre los que se cuenta el derecho 
de la persona a ser informada de manera ade-
cuada y comprensible de los derechos que le 
asisten (inc. j), el derecho a poder tomar de-
cisiones (inc. k) y el derecho a ser reconocido 
como un sujeto de derecho (inc. l).

Es así, que la LNSM, como derivación 
razonada del derecho internacional de los 
derechos humanos y del modelo social de 
la discapacidad, obliga a la Defensa Pública 
a abandonar el paradigma tutelar de protec-
ción con el que nació el hoy derogado Código 
Civil hace más de 150 años12. 

Debe así, repensarse y cuestionarse la ac-
tuación enmarcada en figuras como la del 

“buen padre de familia” que viene del derecho 
romano, o inspirada en los “intereses genera-
les de la sociedad”, tendientes a proteger a la 
persona con discapacidad “contra sí misma” y 
evitarle los “males” que pudiese provocarle la 
relación con el mundo exterior. 

El derecho internacional nos obliga a 
abandonar el modelo de sustitución de la 
voluntad de la persona asistida y de repre-
sentación en todas sus decisiones. El nuevo 
paradigma obliga a perfilar y basar la actua-
ción de la Defensa Pública en el respeto de: 
i) la persona con discapacidad como sujeto 
pleno de derecho; ii) el ejercicio de la capaci-
dad jurídica en todos los casos; iii) el sistema 
de la toma de decisiones propias, con apoyos 
en casos de requerirlo voluntariamente; iv) el 
principio de la dignidad del riesgo y el dere-
cho a equivocarse; v) la autonomía personal; 
vi) la voz, la voluntad, las preferencias y los 
deseos de la persona.

En definitiva, la Defensa Pública debe ase-
gurar el derecho de la persona a ser oída, ga-

12 El Código Civil Argentino, hoy derogado, se sancio-
nó mediante la Ley Nº 340, en el año 1869.

rantía básica inherente al debido proceso. Pero, 
¿cuál sería la forma de asegurar la prestación 
de este tipo de defensa pública? Pues bien, 
brindando el servicio a través de una defensa 
técnica de la persona en su calidad de sujeto 
de derecho, de forma gratuita y por personal 
idóneo y especializado, con la formación y ca-
pacitación necesarias para la tarea.

Para lograr dicho cometido, en muchos de 
estos casos será necesario contar con el apoyo 
de equipos interdisciplinarios, conformados 
por psicólogos, psiquiatras, trabajadores so-
ciales, intérpretes u otras disciplinas, que co-
laboren con la tarea del defensor y ayuden a 
comprender más fielmente la voluntad de la 
persona asistida jurídicamente.

Como he dicho en otro trabajo, dada la com-
plejidad que suponen los problemas de padeci-
miento subjetivo, estos requieren un abordaje 
interdisciplinario. Por ello, la constitución del 
equipo interdisciplinario, como apoyo a la de-
fensa, permite comprender mejor la compleji-
dad de cada una de las situaciones, a partir de 
la articulación de distintos saberes y prácticas 
(Barcala y Laufer Cabrera 2015, 79-87).

Queda claro que la defensa debería asumirse 
y ejercerse siguiendo la voluntad de la persona 
asistida jurídicamente, sin conflicto de intereses, 
sin injerencia indebida y sin responder a inte-
reses contrapuestos o genéricos que aparten la 
defensa de los intereses individuales del sujeto.

Otro recaudo a satisfacer por el defensor 
es el de informar debidamente a la persona 
sobre las características del proceso que está 
atravesando y los derechos de que dispone.

El defensor deberá, además, facilitar a la 
persona el goce del derecho al recurso judicial 

-a través del patrocinio jurídico pertinente-, 
contra decisiones que no comparta, vincula-
das al tratamiento o la internación. Ello, más 
allá de las opiniones que el defensor pueda te-
ner respecto de la conveniencia de esa decisión 
sobre la salud de la persona, teniendo en cuen-
ta que quien asume el papel de decisor final es 
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el juez, y que el principal derecho tutelado por 
la defensa en estos casos es, precisamente, el 
derecho a ser oído, a la defensa en juicio, y el 
acceso a la justicia (CELS 2009, 359-394; Lau-
fer Cabrera 2011, 189-202).

V. El rol asumido por el MPD en el cam-
bio de paradigma en salud mental 

Algunos años antes de la sanción de la 
LNSM, el MPD ya había comenzado a desa-
rrollar acciones específicas para la defensa de 
los derechos humanos en los establecimien-
tos de internación psiquiátrica. 

Es así, que en el año 2007 se creó en el ám-
bito de la DGN la “Comisión de seguimiento 
del tratamiento institucional neuropsiquiá-
trico” (Res. DGN 421/07), con el objetivo de 

“coordinar las tareas tendentes a verificar las 
condiciones generales de internación de pa-
cientes psiquiátricos”.

A partir de la sanción de la LNSM, a fines 
del año 2010, la DGN desplegó una serie de 
acciones para promover la implementación 
de la ley. 

Por un lado, y dado que la LNSM dero-
gó en forma expresa la antigua ley 22.914 e 
introdujo modificaciones al Código Civil, fue 
necesario generar nuevas guías para la mejor 
actuación de los Defensores de Menores e 
Incapaces en los procesos que afectan a per-
sonas con padecimiento mental, que se plas-
maron en la “Guía de Buenas Prácticas en la 
Implementación de la Ley Nacional de Salud 
Mental Nº 26.657”13.

Por otro lado, con el objetivo de resguardar 
los derechos de este colectivo en especial si-
tuación de vulnerabilidad, la LNSM dispuso la 
creación de un Órgano de Revisión “con el ob-
jeto de proteger los derechos humanos de los 
usuarios de los servicios de salud mental” (cf. 
art. 38 Ley 26.657), que posee amplias facul-

13 Aprobada por Res. DGN 422/11, del 15 de abril de 2011.

tades en materia de supervisión y control de 
los tratamientos en salud mental. El Órgano 
funciona en el ámbito del MPD desde octubre 
de 2013 y está integrado por instituciones pú-
blicas, agrupaciones de usuarios y familiares y 
organismos de derechos humanos.14

Finalmente, una de las innovaciones más 
originales de la LNSM es el rol que se asigna 
a la Defensa Pública como actor de contralor 
de las internaciones, de acuerdo al nuevo pa-
radigma explicitado en el acápite anterior.

Es así, que, a partir de la LNSM, toda per-
sona internada sin su consentimiento por ra-
zones de salud mental, tiene derecho a contar 
con un abogado que procure hacer efectivos 
sus requerimientos y voluntad.

La LNSM establece en su artículo 22: 

La persona internada involuntariamente 
o su representante legal, tiene derecho a 
designar un abogado. Si no lo hiciera, el 
Estado debe proporcionarle uno desde el 
momento de la internación. El defensor 
podrá oponerse a la internación y solicitar 
la externación en cualquier momento. El 
juzgado deberá permitir al defensor el con-
trol de las actuaciones en todo momento.

Son funciones de la defensa: velar por el 
respeto de los derechos de las personas inter-
nadas; ejercer el contralor de la legalidad de 
su internación y patrocinar sus intereses en 

14 Este organismo se puso en funcionamiento luego 
del Decreto Reglamentario 603/13 de la LNSM. La 
conformación actual (desde fines del año 2015) del 
Órgano de Revisión de Salud Mental es: Defensoría 
General de la Nación, Secretaría de Derechos Huma-
nos de la Nación, Ministerio de Salud de la Nación, 
CELS (Centro de Estudios Legales y Sociales), REDI 
(Red por los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad), y AASM (Asociación Argentina de Salud Men-
tal). Para más información sobre las funciones de este 
organismo, ver el artículo de Gabriela Spinelli en esta 
Revista, “El rol del Órgano de Revisión en la preven-
ción del maltrato en centros de salud mental”.
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estos procesos, siempre en base a la voluntad 
expresada por quien está en situación de in-
ternación involuntaria15. 

En pos de avanzar, concretamente, en la 
igualación de derechos para aquellas personas 
en especial situación de vulnerabilidad, la DGN 
creó la Unidad de Letrados de Salud Mental (art. 
22 Ley 26.657), que comenzó a funcionar hace 
casi 5 años y, a través de la cual, ya se defendió a 
casi 12.000 personas, habiendo colaborado para 
que la gran mayoría de ellas sean externadas o 
derivadas con su consentimiento a ámbitos de 
tratamiento menos restrictivos16. 

VI. Innovaciones en salud mental desde 
el nuevo Código Civil17

En 2014 -pasados casi 150 años de la san-
ción del Código Civil de Vélez Sarsfield- se 
aprobó el nuevo Código Civil y Comercial de la 
Nación (CCC)18 que, entre otros aspectos valo-
rativos, asume en su exposición de motivos la 
identidad cultural latinoamericana, la consti-
tucionalización del derecho privado para darle 
coherencia con el sistema de derechos huma-

15 Las competencias de la defensa técnica quedaron 
especificadas en un primer momento por el Decreto 
603/13, reglamentario de la ley Nº 26.657. Posterior-
mente, la Ley Orgánica del Ministerio Público de la De-
fensa (27.149), en su artículo 47, precisó las facultades 
de los integrantes del Ministerio Público que ejerzan la 
defensa prevista en el art. 22 de la ley Nº 26.657.

16 Para más información sobre el trabajo desarrollado 
desde el año 2011 por esta área, ver en esta Revista el 
artículo “La experiencia de la Unidad de Letrados de 
Salud Mental: 5 años, 12 mil defensas, y la amplificación 
del derecho a ser oído en las internaciones forzosas”.

17 Este acápite se basa en lo expresado en el trabajo pre-
vio “Salud Mental y Código Civil Argentino en el Siglo 
XXI: cambio cultural, interdisciplina, capacidad jurídica, 
internación. De cómo las prácticas modifican las visio-
nes y las visiones las prácticas” (Amendolaro et ál 2015).

18 Aprobado por ley Nº 26.994 (BO 8-10-2014), vigente 
desde el 1 de agosto de 2015, cf. texto art. 7º modif. por 
ley Nº 27.077 (BO 19-12-2014).

nos, la igualdad real en vez de la igualdad abs-
tracta, el paradigma de la no discriminación, 
el respeto por una sociedad multicultural, y la 
relevancia de los derechos colectivos.

El CCC deberá interpretarse teniendo a la 
vista la LNSM y la CDPD, para lograr una apli-
cación adecuada y armonizada con lo que exige 
el derecho internacional de los derechos huma-
nos, en materia de salud mental y discapacidad.

El CCC detalla el instituto de la interna-
ción involuntaria en el art. 41, lo que implica 
un claro avance respecto de la vieja regulación. 
La redacción original de la norma posibilitaba 
casos de internaciones arbitrarias, dado que 
incluía causales para la internación excesiva-
mente generales, ambiguas y estigmatizantes 
(por ejemplo, se habilitaba el alojamiento for-
zoso del “demente” que afectase “la tranqui-
lidad pública”), e insuficientes garantías de 
debido proceso y derecho de defensa (no se 
garantizaba adecuadamente el derecho a una 
audiencia judicial en un plazo razonable, ni el 
derecho a ser representado por un defensor 
que respete fielmente su voluntad, ni el dere-
cho a la revisión periódica de las decisiones 
acerca de su internación) (CELS-MDRI 2007, 
95-107; REDI-RI 2010, 22, 33 y 35). 

Varias de estas cuestiones se superaron 
normativamente cuando entró en vigor la 
LNSM, que –como se explicara previamen-
te- encuadró la internación forzosa como una 
medida para resguardar el derecho a la salud, 
pero, al mismo tiempo, como una restricción 
de la libertad ambulatoria. Con esta ley se 
ubica al juez en el rol de garante de esa situa-
ción, debiendo examinar que las internacio-
nes involuntarias respeten los recaudos de 
legalidad, proporcionalidad y razonabilidad. 

El nuevo CCC recepta estos parámetros. 
En primer lugar, por cuanto refiere que la in-
ternación sin consentimiento de una perso-
na “procede sólo si se cumplen los recaudos 
previstos en la legislación especial”, haciendo 
referencia a la LNSM.
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En segundo lugar, porque el nuevo CCC 
exige que la internación coactiva debe estar 
fundada en una “evaluación de un equipo in-
terdisciplinario que señale los motivos que la 
justifican y la ausencia de una alternativa efi-
caz menos restrictiva de su libertad”, y que “es 
considerada un recurso terapéutico de carác-
ter restrictivo y por el tiempo más breve posi-
ble”, al igual que lo requería la LNSM (arts. 7 
inc. d, 14, 15, 16 y 20).

En tercer lugar, porque incluso el nuevo 
CCC indica que la internación “debe ser su-
pervisada periódicamente”, lo que no sólo 
implica una obligación para el juez de la cau-
sa, sino que resulta compatible con las funcio-
nes del Órgano de Revisión de Salud Mental, 
creado por la LSNM. En efecto, se respeta así 
el “derecho a que en el caso de internación in-
voluntaria o voluntaria prolongada, las condi-
ciones de la misma sean supervisadas periódi-
camente por el Órgano de Revisión” (art. 7, inc. 
h, LNSM); y la atribución del Órgano de Revi-
sión de “supervisar de oficio o por denuncia de 
particulares las condiciones de internación”, y 
de “evaluar que las internaciones involuntarias 
se encuentren debidamente justificadas y no se 
prolonguen más del tiempo mínimo necesario” 
(art. 40, incisos b y c, LNSM). 

En cuarto lugar, porque el CCC reafirma que 
la internación forzosa “sólo procede ante la exis-
tencia de riesgo cierto e inminente de un daño 
de entidad para la persona protegida o para ter-
ceros”, consolidando jurídicamente esta causal 
como la única válida en el derecho argentino 
para internar a una persona sin su consenti-
miento, de conformidad con lo previsto de ma-
nera similar por el art. 20 LNSM (Kraut 2013).

En quinto lugar, por cuanto el CCC exige 
que durante el procedimiento de internación 
involuntaria “debe garantizarse el debido pro-
ceso, el control judicial inmediato y el dere-
cho de defensa mediante asistencia jurídica”, 
lo que se ajusta a la LNSM, con relación al 
rol activo y expedito que se espera del Poder 

Judicial (arts. 21 y 24 LNSM) y, asimismo, al 
rol asignado a la Defensa Pública brindada a 
personas usuarias de servicios de salud men-
tal (art. 22 LNSM).

Finalmente, con relación a lo regulado 
por el CCC al establecer que “la sentencia 
que aprueba la internación debe especificar 
su finalidad, duración y periodicidad de la 
revisión”, cabe recordar que ya la LNSM ha-
bía definido que la medida de internación 
constituye un acto y una decisión sanita-
ria, y que el rol del juez es el de garante del 
contralor legal inmediato de la internación. 
Ello así, por cuanto la Ley define que toda 
internación involuntaria siempre es excep-
cional y debe adoptarse sólo en una situación 
de emergencia, lo que autoriza a proceder 
rápidamente al personal sanitario, para no 
generar omisiones ni demoras que perjudi-
quen la salud del afectado. En esos casos, se 
impone la obligación al efector sanitario de 
dar inmediato aviso al juez, que controlará 
la procedencia de la medida. Así, el art. 21 
LNSM establece que el juez debe “autorizar” 
o “denegar” la internación involuntaria; y el 
nuevo art. 41 del CCC dispone que la sen-
tencia judicial debe “aprobar” la internación, 
lo que resulta equivalente, y explica que la 
medida ya ha sido adoptada previamente por 
el sistema sanitario, y llega luego –en forma 
inmediata- al contralor judicial.

En el mismo sentido, el texto del CCC in-
dica que la sentencia debe especificar “finali-
dad y duración” de la medida, y “periodicidad 
de la revisión”, conceptos que son compati-
bles con las reglas de la LNSM, en cuanto a la 
finalidad terapéutica de la internación, la du-
ración más breve posible, y la revisión activa, 
periódica, e inmediata de la medida. 

En consecuencia, la regulación de la in-
ternación involuntaria en el CCC significa la 
consagración en el orden interno de algunos 
de los estándares internacionalmente vigen-
tes en materia de salud mental y derechos 
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humanos19, ya incorporados previamente al 
derecho argentino por la doctrina de nuestra 
CSJN y por la LNSM, norma que en definitiva 
se consolida, al brindársele al actual paradig-
ma de salud mental comunitaria, un resguar-
do normativo, simbólico e institucional de la 
entidad de un nuevo Código. 

VII. Reflexiones finales 

En el campo de la salud mental, no ha sido 
frecuente que los actores judiciales se pregun-
ten por qué una persona internada contra su 
voluntad gozaba de pocas garantías, o por qué 
no podía acceder fácilmente a un abogado o, 
simplemente, por qué cuando la persona que-
ría señalar su disconformidad con las condi-
ciones en que debía transitar una internación, 
o cuando quería exteriorizar su intención de 
ser externada, su voz no era escuchada con 
la importancia que merece todo reclamo de 
respeto de los derechos humanos. 

Estas preguntas fueron, en general, históri-
camente silenciadas, merced a la subsistencia 
del paradigma médico-judicial de segregación 
de la locura, que sustituye a las personas en la 
toma de decisiones, que refuerza su pasividad 
y que, para lidiar con su “peligrosidad”, en-
cuentra como “remedio” el aislamiento social. 

Este modelo ha sido posible en virtud de 
factores culturales, históricos y normativos, y 
de prácticas amparadas en una concepción tu-
telar emanada hace más de un siglo y medio de 
un anticuado Código Civil, hoy ya derogado, y 
de otras leyes que respondían a ese esquema.

Esta situación entró en evidente crisis con 

19 El CCC da cumplimiento, al menos en parte, a lo exigi-
do por el “Consenso de Brasilia”, elaborado en la “I Reunión 
Regional de Usuarios de Servicios de Salud Mental y sus Fa-
miliares”, convocado en 2013 por la OPS/OMS (Organi-
zación Panamericana de la Salud / Organización Mundial 
de la Salud), en cuanto allí se requirió “tener acceso a la 
protección legal, técnica y a otros instrumentos contra la 
internación involuntaria por problemas de salud mental”.

la vigencia de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad, de la 
Ley Nacional de Salud Mental, y del nuevo 
Código Civil y Comercial de la Nación que, en 
tanto normas que receptan derechos humanos, 
interpelan a todos los actores a replantearnos 
aquellas preguntas. Aunque, claro está, la res-
puesta siempre fue clara: nunca hay razones 
atendibles para ejercer la discriminación, la 
exclusión, y la perpetuación del estigma.

En definitiva, mediante los nuevos roles 
asignados a la Defensa Pública se intenta 
abandonar el paradigma tutelar de protec-
ción, para considerar a la persona con dis-
capacidad psicosocial como sujeto pleno de 
derecho, asegurando una garantía básica de 
todo ciudadano: el derecho a ser oído, a no 
ser discriminado y a acceder a la justicia.  

Por supuesto, la defensa del acceso a la 
salud mental desde un enfoque comunitario 
y de derechos humanos, depende de la labor 
diaria de todos los actores que participan en 
este campo y, fundamentalmente, de que la 
voz de las propias personas con discapacidad 
psicosocial sea oída, cada vez más claramente, 
por el colectivo social. Sólo así podrá avan-
zarse en la transformación de la cultura ma-
nicomial que, hay que decirlo, hace tiempo 
excedió los muros de los hospicios.
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La inconstitucionalidad de las medidas de seguridad 
impuestas como consecuencia de la suspensión del 
proceso penal por discapacidad psicosocial 
del imputado. El caso del señor Acosta

María Florencia Hegglin
Defensora Pública Oficial ante los Tribunales 
Orales en lo Criminal de la Capital Federal. 
Desde el 1 de marzo de 2015, en funciones 
ante la Unidad de Actuación Nº 3 de la 
Cámara Nacional de Casación Penal en lo 
Criminal y Correccional.

I. Introducción

En anteriores oportunidades analicé las 
contradicciones y falencias del sistema de me-
didas de seguridad que establece el artículo 34, 
inciso 1 del Código Penal (CP) (Hegglin 2006, 
298-299)1, así como también la regulación del 
sistema procesal del artículo 77 del Código 
Procesal Penal de la Nación (CPPN) y la arbi-
traria aplicación que de esta norma hacen los 
tribunales cuando, tras suspender el proceso 
penal por discapacidad psicosocial del impu-
tado, le imponen una medida de seguridad 
restrictiva de su libertad (Hegglin 2013). 

1 Esta publicación es producto de mi investigación doc-
toral realizada entre los años 1997 y 1998 en la Univer-
sidad de Barcelona sobre la reforma introducida en el 
sistema de medidas de seguridad en el Código Penal 
español de 1995. Vale destacar que la época de su reali-
zación fue anterior a la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad. Como documento 
internacional con incidencia en la materia sólo se ha-
bía dictado el Conjunto de Principios de los Enfermos 
Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de la 
Salud Mental, aprobados por el Consejo Económico y 
Social de la ONU, el 17 de diciembre de 1991, que es 
relevado en distintos pasajes de la publicación.
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En este trabajo, en cambio, quiero pre-
sentar un caso real, en el que todas aquellas 
construcciones intelectuales desarrolladas en 
la comodidad de mi escritorio, y otras ideas ni 
siquiera imaginadas, se corporizaron y toma-
ron su verdadera dimensión en la restricción 
de derechos fundamentales de un hombre que 
sufrió más de once años de detención y trece 
años de proceso, sin juicio y sin sentencia de 
absolución y de condena, para resultar final-
mente sobreseido por “incapacidad procesal 
para estar en juicio” y recuperar su libertad. 

Estoy convencida de que la presentación de 
este caso, así como las críticas que presentamos 
la defensora oficial en la instancia anterior2 y 
yo, ante la Cámara Nacional de Casación en lo 
Criminal y Correccional, dejarán en eviden-
cia la incorrección de las sucesivas decisiones 
adoptadas por los operadores judiciales. Rele-
var esa experiencia, también permite mostrar 
la verdadera dimensión de los problemas jurí-
dicos y recordar a quienes están, en definitiva, 
dirigidas todas las discusiones dogmáticas e 
intelectuales del derecho penal.

El caso, además, es paradigmático de la 
discriminación y la arbitraria restricción de 
derechos que sufren en el sistema penal ar-
gentino las personas con discapacidad psi-
cosocial que enfrentan un proceso penal, así 
como también, de la indiferencia de algunos 
operadores judiciales al dolor de las personas, 
cuya queja es sistemáticamente silenciada 
bajo el peso de leyes mal aplicadas.

Su caso no es aislado, sino que responde a 
prácticas instaladas en todo el país3, restricti-

2 Defensoría Pública Oficial ante los TOC Nº 16, Ve-
rónica Blanco. En la instancia del art. 466 del CPPN, 
también intervino el Defensor Público Oficial Santiago 
García Berro, quien precisó los agravios desarrollados 
en el recurso de casación.

3 En el ámbito de la justicia de la provincia de Buenos 
Aires, las medidas de seguridad se cumplen en la Unidad 
Psiquiátrica para varones, Unidad Nº 34 y en un Anexo de 
la Unidad Nº 45 para mujeres. En el último informe anual 

vas de derechos fundamentales reconocidos 
en el sistema constitucional y convencional de 
derechos humanos y, más específicamente, en 
la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, la que ha sido reciente-
mente dotada de jerarquía constitucional.

El caso tuvo como protagonista al señor 
Hernán Acosta, un hombre de 43 años que, 
como veremos, estuvo privado de su libertad 
en el Programa Prisma del Complejo Peniten-
ciario Federal Nº 1 de Ezeiza un total de once 
años y cinco meses, sin juicio, sin sentencia 
de absolución ni de condena y sin conocer a 
los jueces que dispusieron esa restricción de 
libertad bajo el título de una “medida de se-
guridad” por incapacidad para estar en juicio 
(art. 77 del CPPN). Finalmente, la interven-
ción de la defensa oficial en la instancia an-
terior a la Cámara de Casación permitió que 
su situación procesal se resolviera y se dictara 
una resolución de sobreseimiento. Más allá de 
esta decisión, la medida de seguridad se man-
tuvo y fue la Cámara de Casación la que puso 
punto final a una historia de incertidumbre y 
dolor. Pero no me quiero adelantar, sólo in-
troducir su historia. 

Previamente, me interesa relevar el estado 
de la discusión en el derecho penal argenti-

del año 2015, la Comisión Provincial por la Memoria re-
levó que había 178 personas detenidas sobre las cuales to-
davía no se había realizado un juicio –estaban detenidas 
bajo una medida cautelar (prisión preventiva) y presenta-
ban elementos para ser considerada inimputables- y 140 
personas detenidas cumpliendo una medida de seguridad 
(art. 34, inc. 1). Hasta noviembre de 2012, se incluía la Uni-
dad Nº 10, la cual cambió de régimen y los internos fueron 
derivados a la Unidad 34 y a dos hospitales neuropsiquiá-
tricos de la misma provincia, el Hospital Alejandro Korn 
de Melchor Romero y el Hospital Cabred; algunos pocos 
quedaron en libertad (confr. Informes anuales 2013 y 2015 
de la Comisión Provincial por la Memoria, http://www.
comisionporlamemoria.org/comite/informes/anuales/in-
forme%202013FINAL%20b.pdf, y http://www.comision-
porlamemoria.org/comite/informes/anuales/ANEXO%20
II%20Informe_anual_2015.pdf)
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no, sobre las medidas de seguridad impuestas 
por declaración de inimputabilidad y juicio 
de peligrosidad en los términos del art. 34, 
inc. 1 del CP que, como veremos, no pueden 
identificarse con la restricción de libertad que 
menciona el art. 77 del CPPN.

II. El estado de la discusión en el dere-
cho penal argentino sobre la inconstitu-
cionalidad de las medidas de seguridad 
del art. 34, inc. 1 del CP4

En los últimos años, en el derecho penal 
argentino se han alzado voces críticas que pre-
sentan las contradicciones del sistema de me-
didas de seguridad, regulado en el art. 34, inc. 
1 del CP, con principios fundamentales del sis-
tema convencional de derechos humanos.

Como advierte Caride (2013, 155-178), se 
ha instalado una polémica sobre la posibilidad 
de que el Estado reaccione, a través de su es-
tructura penal, frente a una persona que ha sido 
declarada inimputable del delito de cuya comi-
sión venía acusada. Se discute la razonabilidad 
del sistema penal que mantiene a la persona 
que fue absuelta de delito –por estricta aplica-
ción del principio de culpabilidad por el acto y 
el principio de igualdad- en un sistema puniti-
vo, que puede resultar –agrego- más severo que 
el que le hubiese correspondido de haber sido 
condenado a una pena de prisión. Se trata de 
una discusión que aún no tiene definición y en 
la que se han adoptado diversas posturas. 

Así, quienes sostienen que es posible la inter-
vención penal, propugnan un sistema conocido 
como doble vía en el que el derecho penal puede 

4 Los argumentos que se presentarán a continuación se 
encuentran desarrollados en un anterior trabajo, bajo 
el título “Las medidas de seguridad en el sistema penal 
argentino: su contradicción con principios fundamen-
tales del derecho penal y de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad” que se en-
cuentra actualmente en prensa, para ser publicado por 
la Organización Documenta de México.

imponer no sólo penas, sino también medidas 
de seguridad. Es la versión que se condice con 
el texto legal, que exige que la persona haya sido 
declarada inimputable por razones vinculadas a 
su discapacidad y que, a su vez, haya sido con-
siderada peligrosa para sí o para terceros (De la 
Fuente 1998, Ziffer 2008, Cesano s/f). 

En esta línea se inscribe la postura de la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación que confir-
mó la validez de las medidas de seguridad en el 
fallo “A.G.J.” del 13 de noviembre de 20125.

En cambio, otro sector de la doctrina plan-
tea la inconstitucionalidad de las medidas de 
seguridad por su condición de medida de ca-
rácter penal contraria a los principios de lega-
lidad y de culpabilidad. Desde este enfoque, la 
única respuesta posible del derecho punitivo 
es la pena. En tal sentido, se sostiene que

[…] declarar la inimputabilidad del sujeto 
porque no pudo comprender la criminali-
dad de su acto o no pudo dirigirse conforme 
esa comprensión responde a la idea de reco-
nocer la diferencia que existe entre las per-
sonas y, consecuentemente, a no aplicar un 
castigo a quien no puede exigírsele un com-
portamiento conforme a derecho. Luego, no 
puede imponerse a esta misma persona una 
sanción penal, llámese pena o medida de se-
guridad (Hegglin 2006, 298-299)6. 

En su lugar, se propone que, tras la decla-
ración de inimputabilidad, la situación de la 
persona con discapacidad sea evaluada directa-
mente desde el marco normativo que regula la 
situación de las personas con discapacidad psi-
cosocial, sin darle trascendencia a la acusación 
penal que sobre esa persona haya mediado.

5 Un análisis crítico de este fallo, desde la perspectiva 
de la Ley Nacional de Salud Mental, cfr. Plazas (2013).

6 En la misma línea, ya se habían pronunciado Zaffa-
roni et ál (2000, 925-926), Marum y Arce (1997, 306), 
Martínez (2010) y Caride (2013, 155-178).
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Desde esta postura, la mirada se centra en 
el reconocimiento de los derechos fundamen-
tales de las personas en situación de especial 
vulnerabilidad y en la internación y la prisión 
como intervenciones arbitrarias (Marum y 
Arce 1997, 306). Y se sumaron, además, cues-
tionamientos a la peligrosidad como funda-
mento de una restricción de libertad coactiva, 
por su manifiesta oposición con el límite de 
la dignidad humana que impide considerar 
a la persona como un mero medio, como un 
objeto o como algo que se pueda eliminar o 
“neutralizar” de cualquier manera para salva-
guardar a la sociedad del supuesto peligro que 
representa, como así también propuestas a fo-
calizar la discusión sobre el juicio de inimpu-
tabilidad (Hegglin 2006, 298-299).

Esta postura ha sido receptada en nume-
rosos fallos de la Ciudad de Buenos Aires7.

Esta discusión no ha sido ignorada en los 
escasos intentos de reforma del Código Penal 
de 1921, todavía vigente. Por el contrario, en 
el último anteproyecto de reforma, en la ex-

7 Cfr. Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, “An-
tuña, Guillermo Javier s/recurso de casación”, voto mi-
noritario de Ledesma, rta 13/09/10; Cámara Nacional de 
Casación Penal, Sala I, “Gómez, Gustavo Daniel s/recur-
so de casación”, rta 13/04/10; Cámara Nacional de Casa-
ción Penal, Sala II, “Brois Montani, Jonathan Christian s/
rec. de casación”, reg. Nº 18.759, rta 22/06/11, voto de los 
jueces Yacobucci y Madueño; Cámara Nacional de Casa-
ción Penal, Sala IV, “Ruiz, Marcelo s/recurso de casación”, 
reg. Nº 14.309.4, rta 20/12/10, votos de los jueces Diez 
Ojeda y González Palazzo; Cámara Nacional de Casación 
Penal, Sala I, Causa Nº 13.809, “Menéndez, Ariel Roberto 
s/recurso de casación”, rta 7/12/10, voto de los jueces Ma-
dueño y Rodríguez Basavilbaso; Cámara Criminal y Co-
rreccional de la Capital Federal, Sala VI, Causa Nº 1799-
2012, “CBJ s/medida de seguridad”, rta 28/11/12, voto de 
los jueces Lucini y Filozof; Cámara Criminal y Correccio-
nal de la Capital Federal, Sala V, Causa Nº 39.452 “A.R.G. 
s/medida de seguridad”, rta 16/06/10, voto de los jueces 
Mirta López González y Pociello Argerich; Cámara Na-
cional de Casación en lo Criminal y Correccional de la 
Capital Federal, Sala II, “Incidente de excarcelación en 
autos Hugo Alberto Mosqueda s/robo”, reg. Nº 393/2015, 
rta 02/09/15, voto de los jueces Niño, Días y Mahiques.

posición de motivos, se apuntó que las me-
didas de seguridad debían desaparecer del 
sistema penal, en tanto significaban un cas-
tigo. Sin embargo, fueron mantenidas con al-
gunos cambios insustanciales. Así, dejaron de 
ser fundadas en la peligrosidad de la persona 
para ser fundadas en la “agresividad” y le im-
pusieron un límite de duración. 

Sobre las razones para mantener estas me-
didas que, como ellos reconocieron, dejan en 
evidencia “la contradicción teórica que provo-
can en un derecho penal de acto, pues implican, 
al menos en su aspecto punitivo, la sanción de 
una pena sin culpabilidad”8, expusieron: 

La Comisión ha discutido la posibilidad de 
suprimir esta regulación, en atención a la 
contradicción señalada y a la nueva legislación 
psiquiátrica, como también a los importantes 
cambios de perspectiva que ésta introduce, 
en particular a la desmanicomialización de 
los pacientes. No obstante, han prevalecido 
razones prácticas y el temor a dejar un vacío 
que pueda dar lugar a escándalo mediático. Se 
ha tenido en cuenta que es innegable que en 
buena medida esta legislación psiquiátrica es 
aún un programa que llevará algunos años 
hasta verse convertido en realidad, no sólo 
por razones de infraestructura, sino también 
por la necesidad de un cambio en la propia 
cultura profesional y judicial. Se ha conside-
rado que dar todo esto por hecho, ignoran-
do los datos de la realidad, puede resultar 
riesgoso en varios sentidos, pues tampoco la 
justicia civil tiene práctica en las decisiones 
de esta naturaleza y, además, no podemos ig-
norar que el texto regirá en todo el territorio, 
con organizaciones judiciales dispares9.

8 Anteproyecto de Código Penal de la Nación, 21 de 
marzo de 2015, pág. 126, Infojus. Disponible en http://
www.infojus.gob.ar/docs-f/anteproyecto/anteproyecto-
codigo-penal.pdf

9 Ibidem.
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Y así, el temor a un escándalo mediático 
pesó más que el escándalo jurídico de legislar 
en abierta y confesa contradicción a un siste-
ma de garantías de derechos humanos.

Sin perjuicio de ello, y en miras a restrin-
gir, dentro de lo posible, las graves afectacio-
nes que las medidas generan en los derechos 
de las personas que las deben cumplir, se di-
rigieron otros cuestionamientos y otras pro-
puestas limitadoras de su ejecución. 

En primer lugar, se ha cuestionado su in-
determinación temporal. El art. 34, inc. 1 del 
Código Penal no establece ningún límite tem-
poral en la duración de la medida de seguri-
dad, lo cual habilita a que personas acusadas 
de cometer delitos permanezcan privadas de 
su libertad, en estricto cumplimiento de una 
medida de seguridad, durante años e, incluso, 
muchísimo más tiempo del que les correspon-
dería de ser condenadas por el delito por el 
cual han sido acusadas. Esta paradoja fue ad-
vertida como contradicción del principio de 
proporcionalidad y, desde la doctrina y la ju-
risprudencia, se propuso restringir la imposi-
ción y la duración de las medidas de seguridad 
en función de los tiempos de duración previs-
tos como pena máxima del delito por el que 
había sido acusado. Estas propuestas siguieron 
o se ajustaron, en líneas generales, al modelo 
del Código Penal español de 1995 (De la Fuen-
te 1998, 320; Cesano s/f; Hegglin 2006, 360). 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
ha receptado este criterio en el fallo “R.M.J.”, 
del 19 de febrero de 2008, en el que, por un 
lado, con remisión al precedente de la CorteI-
DH Ximenes Lopes v. Brasil10, advirtió sobre la 
especial atención que los Estados deben a las 
personas que sufren discapacidades mentales 
en razón de su particular vulnerabilidad, para 
luego agregar que en las medidas de seguri-
dad deben atenderse los principios constitu-

10 Este fallo se encuentra comentado por mí, en He-
gglin (2009, 19-42).

cionales de razonabilidad, proporcionalidad e 
igualdad, por lo que no puede admitirse que 
este tipo de medidas con contenido jurídico 
penal se extienda más allá del máximo de la 
pena prevista para el injusto de origen. Asi-
mismo, señaló que: 

No resulta indispensable (para el cese de 
la internación) que la persona deje de ser 
considerada peligrosa, sino que debiera 
alcanzar con que la internación no sea en-
tendida como el único medio terapéutico 
disponible, ya sea porque se cuenta con 
nuevos medios para contenerla, o bien por-
que el estado de peligrosidad no fuera (…) 
lo suficientemente grave o inminente11.
 
Y, por ello, también apuntó: 

La medida de privación de la libertad del 
paciente debe ser revisada judicialmente 
mediante procedimientos simples, expe-
ditivos, dotados de la mayor celeridad y, 
si correspondiera prolongarla por razones 
terapéuticas, ello debe ser objeto de un mi-
nucioso control periódico jurisdiccional 
obligatorio de los motivos de la internación.

Esta postura fue ratificada en el fallo 
“A.G.J.”, previamente mencionado.

En segundo lugar, se ha cuestionado la 
afectación a la presunción de inocencia y las 
reglas propias del debido proceso (derecho a ser 
oído, derecho de defensa y juicio previo). 

Si tomamos en cuenta que nuestro dere-
cho penal es un derecho penal de acto y no 
de autor, resulta ineludible la acreditación 
del hecho antijurídico con todas las garantías 
procesales correspondientes, lo contrario im-
portaría admitir medidas de seguridad prede-
lictuales contrarias al principio de legalidad, 

11 Corte IDH, Caso Ximenes Lopes v. Brasil. Sentencia 
de 4 de julio de 2006. Serie C Nº 149.



28 § Revista MPD

María Florencia Hegglin

así como la manifiesta afectación del princi-
pio de inocencia. Veamos.

En el derecho penal argentino, la imputa-
bilidad es una característica del acto que pro-
viene de una capacidad del sujeto. De allí que 
a la persona pueda imputársele un injusto y no 
otro; más concretamente –como señalan Za-
ffaroni, Alagia y Slokar (2000, 658)-, una per-
sona con un retraso madurativo podrá tener 
capacidad de pensamiento en abstracto para 
comprender la antijuridicidad de un homici-
dio, que no demanda gran nivel de abstrac-
ción, pero no tenerla para comprender el in-
justo de ciertos delitos económicos que exigen, 
por lo general, una capacidad de pensamiento 
abstracto de mayor alcance. Por ello, para de-
terminar la inimputabilidad no alcanza con 
saber que la persona acusada de cometer un 
delito padecía al momento del hecho de una 
“insuficiencia o alteración morbosa de sus fa-
cultades mentales” (art. 34, inc. 1 del CP), sino 
que, además, es necesario conocer las circuns-
tancias que rodearon al hecho, así como cuál 
fue su concreta participación en la ejecución. 
Sólo así podrá saberse la incidencia que tales 
estados tuvieron en su comportamiento. 

Por lo demás, en función de la ubicación 
sistemática otorgada a la imputabilidad en la 
dogmática del delito, debe sostenerse que la 
persona con discapacidad debe beneficiarse 
con todas las circunstancias excluyentes de 
responsabilidad penal, previo evaluar una 
eventual declaración de inimputabilidad y 
con ésta, la peligrosidad y la medida de se-
guridad. La ausencia de cualquiera de los 
elementos necesarios para la configuración 
de un delito será obstáculo que impedirá la 
imposición de medida alguna (Righi 1993, 
219-235; Zaffaroni et ál 2000, 658). 

Por todo ello, la imposición de la medida de 
seguridad prevista en el artículo 34 inciso 1 del 
CP requiere una declaración judicial de inimpu-
tabilidad para la cual se necesita, por un lado, 
conocer las circunstancias del hecho y el grado 

de participación de la persona en su comisión 
y, por el otro, demostrar que en su realización 
no medió una circunstancia excluyente de la 
responsabilidad distinta de la inimputabilidad. 

Dictar en las primeras instancias del pro-
ceso la declaración de inimputabilidad e im-
poner una medida de seguridad porque se 
considera a la persona peligrosa supone, en 
consecuencia, una solución contraria a los 
principios de inocencia y de legalidad. En 
efecto, el principio de inocencia se afecta, en 
tanto se impone una medida restrictiva de la 
libertad sin haberse realizado previamente el 
juicio en resguardo del derecho de defensa y 
de las garantías del proceso. Por otro lado, la 
no celebración del juicio y la no comproba-
ción de la participación de la persona en un 
hecho típico y antijurídico, convierte a la me-
dida de seguridad en una medida predelictual 
contraria al principio de legalidad. 

Más allá de la fuerza de estas observacio-
nes, la imposición de medidas de seguridad en 
las primeras instancias del proceso, previas al 
ejercicio del derecho de defensa y al juicio, es 
una práctica instalada en la justicia argentina12.

12 Como Defensora Pública Oficial ante la Justicia de 
Instrucción asistí técnicamente al Sr. O. Villalba, un 
hombre mayor e indigente que vivía en la calle y que era 
acusado de haber matado a otro hombre indigente en 
el marco de una pelea con cuchillos, en la plaza donde 
dormían. Cuando fue detenido, Villalba dijo ser inocen-
te y pidió poder hablar personalmente con los testigos 
que lo acusaban. Como él no podía caminar, por sufrir 
dolor en sus piernas, el Juez lo envió al Cuerpo Médico 
Forense, donde tras examinarlo sugirieron que debía ser 
hospitalizado por sufrir diabetes. El psiquiatra informó, 
además, que Villalba padecía una discapacidad mental, 
que era incapaz de comprender la criminalidad de su 
conducta y que era peligroso para sí y para terceros. 
Pocas horas después de su detención, el Juez declaró 
a Villalba inimputable y lo declaró sobreseído del de-
lito de homicidio, sin embargo, le impuso una medida 
de seguridad en el hospital psiquiátrico penitenciario. 
En su defensa, intenté demostrar que él era inocente, 
porque no había testigos que lo hubieran visto pelear. 
Los testigos eran otros indigentes, que habían dicho 
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El mismo art. 34 establece que las causales 
de inimputabilidad deben referirse al hecho 
por el cual viene acusado, sin que pueda esta-
blecerse en función de un determinado diag-
nóstico de padecimiento mental una declara-
ción de inimputabilidad genérica. 

En tercer lugar, corresponde destacar que 
el cese de la medida de seguridad y la exter-
nación de la persona o eventual derivación a 
una institución más adecuada a su problemá-
tica depende de una decisión judicial, previo 
dictamen de peritos (un psiquiatra y un psi-
cólogo) que indique que la persona dejó de 
ser peligrosa para sí o para terceros (art. 34, 
inc. 1 del Código Penal y art. 23 de la Ley Na-
cional de Salud Mental), consolidándose, así, 
un tratamiento jurídico más severo para las 
personas con discapacidad psicosocial que el 
de por sí ya se admite para las demás personas 
con discapacidad. Por lo demás, las medidas 
de seguridad, en tanto no están condiciona-
das en su cese al dictamen favorable del equi-
po interdisciplinario tratante sino al criterio 
judicial, no cumplen la condición de “recurso 
terapéutico de carácter restrictivo” que “sólo 
puede llevarse a cabo cuando aporta mayores 
beneficios terapéuticos que el resto de las in-
tervenciones realizables en su entorno fami-
liar o social” (artículo 14 de la LNSM).  

En efecto, como se expuso, la Ley Nacio-
nal de Salud Mental admite la internación in-
voluntaria de una persona con discapacidad 

“nosotros sabemos que Villalba mató a Fernández”, a lo 
cual los investigadores les habían preguntado “¿cómo lo 
saben? ¿Ustedes los vieron pelear?”, y ellos respondie-
ron “Nosotros no los vimos, pero en la plaza los árboles 
hablan”. Villalba murió en el pabellón psiquiátrirco de la 
Unidad, mientras yo preparaba la tercera apelación ante 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuestionan-
do la medida de seguridad, por afectar el principio de 
inocencia. Cfr. resolución dictada en la causa “Villalba, 
Octavio s/ homicidio”, Juzgado de Instrucción Nº 40, 
resolución del 19/3/2007; Cámara Criminal y Correc-
cional, Sala I, causa 31.068, resolución del 13 de abril de 
2007. En el mismo sentido, cfr. Caride (2013, 166 y ss).

psicosocial si el equipo interdisciplinario tra-
tante advierte que se encuentra en situación 
de riesgo cierto o inminente, y siempre que 
el juez que controla la internación, tras escu-
char a la persona y a su abogado, coincida en 
la configuración del mencionado presupues-
to (artículos 20, 21 y 22); en la misma lógica, 
establece que “el alta, externación o permisos 
de salida son facultad del equipo de salud que 
no requieren autorización del juez” (artículo 
23). Distinta es la situación que enfrentan las 
personas con discapacidad en el sistema pe-
nal, cuyos permisos de salida, externaciones o 
derivaciones deben esperar el dictamen favo-
rable del Cuerpo Médico Forense y del juez, 
siempre que ellos se acuerden de supervisar el 
control de la medida. 

Las penosas condiciones en que se cum-
plen las medidas de seguridad, por el solo 
hecho de cumplirse en una unidad peniten-
ciaria, deberían extremar las exigencias y los 
controles en los planes de externación que 
los equipos tratantes deberían realizar; por 
el contrario, se suman exigencias y dilaciones 
manifiestamente improcedentes desde el de-
recho a permanecer en libertad y del recono-
cimiento de su salud mental.   

Sobre el punto, en el ámbito de la provin-
cia de Buenos Aires, los organismos de moni-
toreo advierten que: 

(Las personas con padecimiento mental) 
son depositadas en unidades penitencia-
rias neuropsiquiátricas, las cuales –según 
hemos constatado a lo largo de muchos 
años- no mantienen diferencias sustancia-
les que las distingan del resto de las unida-
des penitenciarias. En estas unidades se ha 
constatado el mismo circuito de deterioro 
subjetivo que en el resto de las unidades, 
con la diferencia de que lo aplica sobre po-
blación con padecimiento mental y, por lo 
tanto, las consecuencias en las personas re-
visten otra particularidad de mayor grave-
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dad aun (…) Se constató que las condicio-
nes materiales y el régimen de vida (mala 
alimentación, falta de abrigo, maltrato del 
personal penitenciario, hacinamiento, des-
vinculación familiar, uso del aislamiento 
como sanción) propician la aparición de 
brotes o excitación psicomotriz de las dete-
nidas culminando con la aplicación sobre 
ellas de psicofármacos inyectables o cha-
leco químico, previa reducción violenta y 
sujeción mecánica con grilletes en la cama, 
deteriorándose rápidamente el cuadro clí-
nico de las personas detenidas13.

En ese contexto, estos organismos desta-
can la situación de la población que se en-
cuentra sin criterio para estar en una unidad 
psiquiátrica, que queda largo tiempo “a la es-
pera de una respuesta judicial”. Las mismas 
condiciones de detención y la demora en la 
resolución de su medida comprometen cual-
quier posibilidad de libertad y la protección 
de su salud mental.

A estas críticas formuladas desde el dere-
cho penal y los derechos humanos, corres-
ponderá sumar las que deberán surgir de con-
frontar el sistema de medidas de seguridad 
con el paradigma de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Nada se ha dicho todavía en el sistema penal 
argentino sobre la CDPD. Los operadores y 
académicos del derecho penal en esta materia 
todavía no la han aplicado, pese a que se trata 
de una convención con jerarquía constitucio-
nal y que impone una nueva perspectiva de 
análisis. Es esperable y deseable que su con-
solidación como instrumento internacional 
impacte directamente en las futuras discusio-
nes del derecho penal y genere una instancia 

13 Informe anual de la Comisión Provincial por la Me-
moria de la Provincia de Buenos Aires, 2015. Disponible 
en http://www.comisionporlamemoria.org/comite/infor-
mes/anuales/ANEXO%20II%20Informe_anual_2015.pdf

de análisis y reflexión sobre las consecuencias 
que, en el sistema penal, ha de generar el nue-
vo enfoque social (no médico ni científico) no 
discriminador de la persona con discapaci-
dad psicosocial que la Convención impone14. 

III. Antecedentes del caso

Si bien, como iremos precisando, el caso 
que presento no está justamente asociado a 
una medida de seguridad por declaración de 
inimputabilidad del art. 34, inc. 1 del Código 
Penal sino a una restricción de libertad im-
puesta como consecuencia de la suspensión 
del proceso por discapacidad psicosocial del 
imputado, entiendo que haber relevado la dis-
cusión actual sobre las medidas de seguridad 
permite tomar cabal comprensión de la grave-
dad de haberle impuesto este tipo de medida, 
así como anticipar su incorrección jurídica. 

La imposición de una medida de seguri-
dad a una persona que fue absuelta por decla-
ración de inimputabilidad genera cuestiona-
mientos desde el principio de culpabilidad y 
de legalidad y, por su carácter indefinido, crí-
ticas desde el principio de proporcionalidad. 
También se ha llamado la atención sobre su 
apartamiento del derecho a la salud y de los 
derechos humanos que prioriza la Ley Nacio-
nal de Salud Mental.

Estas críticas se potencian si hablamos de 
una medida de seguridad impuesta tras una 
resolución de suspensión del proceso penal o 
de sobreseimiento por igual motivo, sin nor-
ma que la habilite y en afectación al derecho 
a ser oído, al principio de inocencia y al dere-
cho de defensa. Una medida que justificó su 
restricción de libertad en un ámbito carcela-
rio, sin permitirle discutir no sólo si debía o 

14 Sobre el enfoque social de la discapacidad y la CDPD, 
cfr. Rosales (2012, 8-36), Palacios (2008, 472) y CorteI-
DH, Caso Furlan y familiares v. Argentina. Sentencia de 
31 de agosto de 2012. Serie C No 246..
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no ser declarado inimputable sino, además, si 
había o no intervenido en los hechos que se le 
atribuían y si su conducta había o no consti-
tuido un actuar típico y antijurídico.

A continuación, presentaré los detalles 
del caso, las distintas resoluciones judiciales 
adoptadas, los cuestionamientos que motiva-
ron y la decisión final de la Cámara Nacional 
de Casación Penal. 

Hernán Acosta fue detenido el día 5 de ene-
ro de 2002 acusado de haber causado la muerte 
de un hombre, ocurrida pocos días antes. Luego 
del trámite propio de la instrucción y del reque-
rimiento de elevación a juicio, los autos se ra-
dicaron en el Tribunal Oral en lo Criminal Nº 
6. Este Tribunal, a partir de un informe confec-
cionado por la Unidad Nº 20 del S.P.F., donde 
Acosta había permanecido detenido, suspendió 
el trámite en los términos del art. 77 del CPPN 
y luego, el 3 de noviembre de 2005, transformó 
la prisión preventiva en “medida de seguridad”. 
Para ello, los jueces invocaron un supuesto de 
internación no previsto en ninguna norma pe-
nal ni procesal, que definieron como “inimpu-
tabilidad sobreviniente”, y determinaron que 
Acosta continuara encarcelado en la U. 20.

Finalmente, el 14 de marzo de 2007, des-
pués de 5 años, 2 meses y 9 días, se dispuso 
el cese de la medida de seguridad, sin haber-
se dictado -vale destacar-, en ese período de 
tiempo, ninguna resolución procesal que pu-
siera fin a la imputación por homicidio que se 
cernía sobre Acosta.

El 16 de enero de 2010, Acosta fue dete-
nido por un robo con efracción. La defensa 
solicitó su excarcelación sobre la base de que 
Acosta no registraba ninguna condena ante-
rior y contaba con domicilio estable y grupo 
familiar conviviente, la que le fue denegada 
por registrar en trámite aquella causa de ho-
micidio en la que se había suspendido el pro-
ceso, sin resolución final ni juicio. A partir de 
allí, se inició un nuevo e intrincado proceso 
de restricción de sus derechos.

Teniendo en cuenta el antecedente en la 
causa de homicidio, en el proceso por el robo 
con efracción se buscó determinar, en primer 
lugar, si en el momento del hecho Acosta con-
taba con capacidad para comprender la cri-
minalidad del hecho y de dirigir sus acciones. 
En otras palabras, se evaluó su inimputabili-
dad en relación al hecho imputado y su capa-
cidad de culpabilidad. Tras sucesivos estudios 
se determinó que sus facultades no habrían, 
en principio, estado comprometidas.

Ante ello, se formuló requerimiento de 
elevación a juicio por el delito de robo con 
efracción y se elevaron las actuaciones al Tri-
bunal Oral en lo Criminal Nº 6, el que citó a 
las partes a juicio el 13 de mayo de 2010. 

El 20 de mayo de 2011 se propició evaluar 
si contaba con capacidad procesal para afron-
tar ese nuevo proceso, como el proceso ante-
rior por homicidio que, a esas alturas, ya se 
había reanudado. 

Los peritos forenses, peritos de la Defen-
soría General y luego, ante la designación de 
un abogado particular, peritos particulares; 
dictaminaron que no se hallaba en condicio-
nes de participar en un juicio (por padecer un 
trastorno sociopático por consumo y deterioro 
cognitivo grave, según el informe de la neuró-
loga), invocándose, además, riesgo de autoa-
gresión. Y sobre la peligrosidad, los médicos 
forenses señalaron la necesidad de continuar 
con un tratamiento de internación con medi-
das de seguridad. Más allá de ello, debe desta-
carse la opinión del perito particular Mariano 
Castex, en tanto había señalado (i) que en el 
aspecto neurocognitivo, Acosta había sufri-
do un deterioro de grado moderado a seve-
ro, el que se había agravado desde el examen 
anterior de marzo de 2011, (ii) el riesgo que 
conllevaba para su salud integral someterlo in-
necesariamente a “vicisitudes procesales (…) 
las que pueden conducirle a una descompen-
sación psicoclínica de alto riesgo, agravándole 
además las patalogías que le afectan (paciente 
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con HIV y hepatitis)”, (iii) se trataba de una 
persona afectada en su salud mental encua-
drando, por consiguiente, en los parámetros de 
la ley Nº 26.657 en cuanto sus derechos, y por 
último, advertía (iv) que “en sus condiciones 
actuales de tratamiento psiquiátrico en estado 
de privación de libertad debería considerarse 
seriamente su situación a la luz de lo previsto 
en el art. 33 de la ley Nº 24.660 (…) ya que sus 
patologías actuales (en donde predomina el 
deterioro y no la descompensación) exigen ser 
atendidas en un medio apto para resocializarlo 
y facilitarle una óptima posibilidad de recupe-
ración, no meramente de manera declarativa, 
si no de modo efectivo”. 

Luego, el TOC 6 convocó a una audiencia 
en la que participaron el Fiscal, el abogado 
particular, los médicos forenses y los peritos 
de parte, donde se habrían pedido precisio-
nes a los peritos sobre sus conclusiones en los 
informes. Sobre esta audiencia, debo señalar 
que se realizó sin convocar ni oír al principal 
interesado, el señor Acosta.

A continuación, el 13 de abril de 2012, el 
TOC 6 suspendió el trámite y dispuso una “me-
dida de seguridad” hasta tanto cesaran las ra-
zones de peligrosidad para sí y para terceros; 
en ese mismo acto hicieron cesar la detención 
en carácter de prisión preventiva, la que a esas 
alturas ya registraba más de dos años. 

A partir de allí empezó un nuevo periplo 
para Acosta, dirigido a determinar qué juez 
debía controlar la medida de seguridad que 
se cumplía en la Unidad Penitenciaria Nº 1, 
Ezeiza, en el HPC ala norte Prisma. Prime-
ro, el TOC 6 dispuso que la medida debía ser 
controlada por el juez titular del Juzgado Civil 
que, para entonces, ya había resuelto su inha-
bilitación en los términos del art. 152 bis inciso 
1, sin haber modificado su situación jurídica. 
El Juzgado Civil rechazó su intervención por 
cuanto el TOC 6 había impuesto una medida 
de carácter penal, que debía ser controlada por 
un juez penal. El TOC 6 admitió que el juez 

civil estaba en lo correcto, pero insistió en no 
asumir la competencia de control de la medi-
da que ellos mismos habían adoptado y le dio 
intervención al Juzgado de Ejecución Penal. El 
juez de Ejecución rechazó su intervención, con 
buenas razones, tras advertir que la interna-
ción que se había ordenado en función de lo 
previsto en el art. 77 del CPPN no tenía ningu-
na vinculación con las medidas de seguridad, 
a las que hacen referencia los arts. 511 a 514 
del CPPN, que justificaran su competencia. El 
TOC 6 insistió en declinar su competencia y 
trabó contienda, la que fue resuelta por la Sala 
I de la Cámara Federal de Casación Penal, el 
día 18 de septiembre de 2012, otorgándosele la 
razón al juez de Ejecución. 

Mientras tanto, el proceso de deterioro de 
su salud física y mental fue avanzando con-
forme había advertido el Dr. Castex. Así, los 
profesionales de la salud que trataban diaria-
mente a Acosta en su unidad de detención ad-
vertían al TOC 6 que (i) Acosta se encontraba 
en condiciones psicofísicas de egresar del Com-
plejo Pentinenciario, (ii) que Acosta podía 
continuar “con su tratamiento en un disposi-
tivo de internación psiquiátrico que resultara 
menos restrictivo de su libertad”, (iii) que pa-
decía su ansiedad y sufrimiento ante el temor 
de no poder recuperar los vínculos en liber-
tad con su grupo familiar, teniendo en cuenta 
que seguía en detención de forma indefinida. 

El 7 de mayo de 2013, más de un año después 
de que se suspendiera el trámite y se impusiera 
la medida de seguridad, el TOC 6 ordenó un 
nuevo examen para evaluar su capacidad pro-
cesal para estar en juicio. Los peritos del CMF 
mantuvieron su criterio de incapacidad para 
afrontar el debate y en cuanto a la peligrosidad, 
sólo destacaron riesgo de autogresión.

El 15 de julio de 2014, un año y dos meses 
después de la anterior evaluación, los jueces 
del TOC 6 ordenaron otro examen para eva-
luar la continuidad del proceso y de la medida 
de seguridad. Los médicos forenses insistie-
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ron en la posibilidad de Acosta de estar en 
juicio y resaltaron que el riesgo que presentaría 
sería prevalentemente para sí y, eventualmen-
te, para terceros. 

Tras ello, los jueces no revisaron la dispo-
sición adoptada, ni siquiera revisaron sus pre-
supuestos. Estos estudios se practicaron sin 
adoptar ningún criterio sobre la continuidad 
de la medida y del proceso, pese a que habían 
transcurrido 2 años y 8 meses desde la resolu-
ción judicial anterior. 

Mientras tanto, los jueces del TOC 6 se-
guían recibiendo los informes producidos por 
los médicos tratantes del SPF. Estos informes 
advertían al tribunal sobre la continuidad del 
deterioro cognitivo, sobre la situación de in-
certidumbre y desesperanza de Acosta, con 
expresa recomendación de una internación 
menos restrictiva de su libertad, para con-
cluir ya en julio de 2014 que todo este cuadro 
de situación de encarcelamiento indefinido le 
generaba graves repercusiones sobre su estado 
de salud mental y física, vinculando estos pro-
fesionales el empeoramiento a nivel psiquiátri-
co con el empeoramiento a nivel clínico. 

El 23 diciembre de 2014, dos años y diez 
meses después de la primera resolución de sus-
pensión del proceso y de imposición de la me-
dida, y casi cinco años después de haber sido 
detenido, los jueces del TOC 6 resolvieron re-
visar la situación judicial y la medida de segu-
ridad. Y pese a las advertencias de los médicos 
tratantes, decidieron mantener suspendido el 
trámite de la causa y la medida de seguridad. 
Invocaron el riesgo que presentaría para sí y, 
eventualmente, para terceros y omitieron toda 
referencia a los informes de Prisma que daban 
cuenta de su avanzado y progresivo deterio-
ro provocado por la angustia de un encarce-
lamiento indefenido. Esta resolución, al igual 
que la anterior, no fue precedida por un cono-
cimiento personal por parte de los jueces.

Seis meses después, el 23 de junio de 2015, 
en una visita de los jueces de Ejecución al CPF 

Ezeiza, Acosta toma, por primera vez, contacto 
personal con un juez, a quien le pidió su liber-
tad y le informó sobre sus problemas de salud 
y la necesidad de mantener el vínculo con sus 
hijos en un establecimiento menos intrusivo.

Y en respuesta, el 25 de junio de 2015, se 
dispuso un nuevo examen por las autorida-
des del Cuerpo Médico Forense. La defensa 
–para entonces ya se había designado defensa 
oficial- propuso puntos de pericia vincula-
dos al agravamiento de su salud como con-
secuencia de la continuidad indefinida de 
su encarcelamiento en una unidad peniten-
ciaria, que el equipo Prisma del CPF 1 había 
estado señalando. En ese examen, el Cuerpo 
Médico Forense concluyó, una vez más, que 
las facultades mentales de Acosta no encua-
draban en los parámetros de normalidad 
(trastorno psicótico, deterioro cognitivo y 
trastorno de personalidad con compromiso 
orgánico –neumopatías y nefropatías), que su 
situación estaba comprendida en el art. 77, y 
que era irreversible. También, mencionó que 
su peligrosidad se encontraba atenuada por 
el tratamiento que realizaba en condiciones 
de internación, sin perjuicio de que en los 
fundamentos del informe habían descartado 
cualquier forma de agresividad. 

Ante ello, la defensa solicitó el sobresei-
miento y el cese de la medida de seguridad. 
Invocó, no solo la falta de peligrosidad y agre-
sividad señalada en los informes, sino ade-
más la aplicación de la Ley Nacional de Salud 
Mental (arts. 14, 16, 20 y 21).

El Fiscal adhirió al pedido de sobresei-
miento, pero solicitó que siguiera encarcelado 
en el Complejo Penitenciario Federal Nro. 1.

Finalmente, el 7 de octubre de 2015, los 
jueces resolvieron, tras trece años de proceso:

“I) sobreseer a Hernán Gabriel Acosta del 
delito de robo agravado por haber sido 
cometido con perforación o fractura de 
puerta o ventana de un lugar habitado, en 
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concurso real con lesiones graves, que con-
curren idealmente con resistencia a la auto-
ridad (…) y en orden al delito de homicidio 
calificado (…), II) mantener, como medida 
de seguridad terapéutica, la internación 
psiquiátrica de Hernán Gabriel Acosta en 
el Servicio Psiquiátrico del Complejo Peni-
tenciario Federal Nº 1 (Ezeiza) hasta tanto 
cesen las razones de peligrosidad por sí y 
para terceros que justifiquen dicha inter-
nación. III) dar inmediata intervención al 
Juzgado Nacional de Ejecución Penal que 
corresponde por turno (…)”. 

El sobreseimiento no se fundó en un jui-
cio de inimputabilidad por el hecho come-
tido sino, pura y exclusivamente, en una in-
capacidad procesal para estar en juicio que 
impedía, en resguardo del derecho de defen-
sa, continuar con el proceso penal en los tér-
minos del art. 77 del CPPN.

Se mantuvo, así, una medida de seguridad 
que supuso la continuidad de un período de 
detención de 11 años y 5 años, sin condena 

y sin que Acosta hubiera tomado contacto 
con un juez, en contradicción con princi-
pios constitucionales fundamentales de todo 
ciudadano argentino, que generó, además, 
responsabilidad internacional del Estado en 
tanto a través de sus representantes provocó 
que su salud física y mental se hubiera dete-
riorado severamente.

Basta ver las líneas de tiempo que corres-
ponden a cada uno de los períodos de deten-
ción, para resumir la gravedad de lo ocurrido.
(ver cuadro 1 y 2)

Contra esa última resolución del TOC 6, 
del 7 de octubre de 2015, la Defensoría ante 
los Tribunales Orales en lo Criminal de la Ca-
pital Federal Nº 16 interpuso recurso de ca-
sación, cuyos agravios mantuve, amplié y de-
sarrollé en la audiencia del art. 468 del CPPN 
ante la Cámara Nacional de Casación Penal 
en la que intervine como Defensora Pública 
Oficial de Acosta.

A continuación, voy a presentar los ar-
gumentos desarrollados en esa audiencia, en 
tanto críticas realizadas a la última resolución 

2002

05/01/02

2003

2004

2005

2006

2007

2008

2009

Detenido 
causa 
homicido

05/01/02
Cese de la 
“medida de 
seguridad”

03/11/05
TOC 6

Suspende el trámite de la causa en 
los terminos del art. 77 del CPPN.

Transdorma la presion preventiva 
en “medida de seguridad”. 

Invocan un supuesto de interna-
ción no provisto en ninguna norma 
penal ni procesal y que definieron 

como IMPUTADO SOBREVIVIENTE 
(fs. 931/933)

Prisión preventiva M. de S. 
art. 77 CPPN

Tiempo de detención: 5 años, 2 meses y 9 días

Cuadro 1
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IV.1. El carácter punitivo de la medida 
de seguridad

En primer lugar, debe destacarse que la re-
solución cuestionada en el recurso de casación 
supuso mantener una medida de seguridad 
restrictiva de la libertad que, por definición, es 
coactiva y, en tanto ejercicio del ius puniendi 
estatal, es punitiva. Está claro que la confor-
midad del destinatario no es presupuesto de la 
aplicación de una medida de seguridad, lo que 
equivale a decir que el Estado las impone por la 
fuerza y, por más que el tribunal haya preten-
dido enmascararla bajo el título de “medida de 
seguridad terapéutica”, este título nada le quita 
a su condición de castigo. 

La imposición de esa medida de seguri-
dad, en su condición de restricción de la li-
bertad de carácter penal, permitió a las au-
toridades judiciales mantener a Acosta en 
una unidad penitenciaria con todo lo que 
esta clase de restricción de la libertad supone 
para una persona, y en donde, como advierte 
Ferrajoli (1989, 782) se consuma una doble 
violencia institucional: cárcel más manico-
mio. Quienes conocemos como operadores 

que mantuvo la medida de seguridad tras dic-
tar el sobreseimiento de Acosta. Sin perjuicio 
de ello, y en tanto esa medida de seguridad no 
se impuso por primera vez en esa resolución 
cuestionada sino que reconocía un antece-
dente de más de once años de abusos y arbi-
trariedades, muchas de estas críticas se exten-
dieron a la medida impuesta previo a dictar el 
sobreseimiento y sobre la base de lo dispuesto 
en el art. 77 del CPPN y a la equivocada lectu-
ra que de esa norma hizo el TOC 6 a lo largo 
de esos once años de privación de libertad en 
un establecimiento penitenciario, en cumpli-
miento de una medida de seguridad absolu-
tamente contraria a la ley, a la CN y a todos 
los pactos internacionales, entre ellos y muy 
particularmente, a la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad.  

IV. Críticas a la resolución que dictó un 
sobreseimiento por incapacidad procesal 
para estar en juicio e impuso una medida 
de seguridad. Críticas a la medida de se-
guridad, sin resolución de sobreseimien-
to, que se cumplió durante once años, tras 
suspender el proceso (art. 77 del CPPN)

2010

16/01/10

2011

2012

2013

2014

2015

2016

Detenido 
causa 
robo con 
efracción

21/04/16
Audiencia 
ante la 
CNCCC

24/06/16
La CNCCC 
resuelve “casar 
la revolución y 
disponer el 
traslado de 
Acosta al H. 
Pirovano (art. 
21 LNSM)  

07/10/15
TOC 6

Sobreseimiento 
y “MEDIDA DE 
SEGURIDAD”

13/04/12
TOC 6

Suspende el 
trámite de la 
causa en los 
términos del 

art. 77 del CPPN 
y dispone una 

“MEDIDA DE 
SEGURIDAD”

23/12/14
TOC 6

Mantienen 
suspendido el 

trámite de la 
causa y la 

“MEDIDA DE 
SEGURIDAD”

Prisión preventiva M. de S. 
(art. 77 CPPN)

M. de S. 
(art. ????)

Tiempo de detención: 11 años y 5 meses 

Cuadro 2
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judiciales, internos o familiares el ala norte 
del Hospital Penitenciario Central (HPC) del 
Complejo Penitenciario Federal Nº 1, donde 
funciona Prisma, sabemos perfectamente que 
entre ese sector y los demás sectores del Com-
plejo Penitenciario no hay diferencias. Todos 
los internos y los familiares tienen regladas 
sus vidas a las condiciones que impone el 
Servicio Penitenciario Federal, desde las ac-
tividades, las requisas y el régimen de visitas 
donde la seguridad se antepone a lo sanitario. 
Si bien ese módulo cuenta con un servicio 
de atención en salud mental personalizado 
(Prisma), la atención prestada siempre está 
sujeta a las reglas del Servicio Penitenciario 
Federal. Por lo demás, debe tenerse presen-
te, como muestra de que ese módulo no deja, 
bajo ningún punto de vista, de ser una cár-
cel, que allí conviven todas las personas con 
padecimiento mental, hayan sido condena-
dos, estén procesados con prisión preventiva, 
cuenten con un proceso penal suspendido o 
hayan sido declarados inimputables con me-
didas de seguridad, o hayan sido sobreseídos 
por otra causal y se haya dispuesto una medi-
da de seguridad no reglada, como se le había 
impuesto a Acosta. 

Más allá del lugar donde se cumple la me-
dida de seguridad, lo cierto es que el carácter 
punitivo surge de forma palmaria de los presu-
puestos tenidos en cuenta por el tribunal a la 
hora de evaluar su imposición. En efecto, a la 
hora de considerar su necesidad, siempre se 
priorizaron razones preventivas sobre el dere-
cho a la salud de la persona afectada. El dere-
cho a la salud, que es reconocido en el art. 12 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos como “el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud fí-
sica y mental”, fue desconocido abiertamente, 
anteponiéndose supuestos motivos preventi-
vos que tampoco estaban debidamente funda-
dos ni surgían de las constancias de la causa. 
Las advertencias sobre el deterioro que sufría 

la salud física y mental de Acosta, que formu-
laba el equipo tratante, fueron desoídas frente 
a las conclusiones del Cuerpo Médico Forense 
en las que se señalaba “riesgo prevalentemente 
para sí y, eventualmente, para terceros” o “peli-
grosidad atenuada por el tratamiento que rea-
lizaba en condiciones de internación”.

IV.2. Falta de adecuación de la medida 
de seguridad con la LNSM

En segundo lugar, también se llamó la aten-
ción sobre la falta de adecuación de la restric-
ción de libertad impuesta con posterioridad al 
sobreseimiento, pero, también, antes mientras 
el proceso se mantuvo suspendido en los tér-
minos del art. 77 del CPPN, con las disposicio-
nes de la Ley Nacional de Salud Mental. 

Esta ley no sólo prevé que la internación 
deba ser considerada como un recurso tera-
péutico excepcional y de carácter restrictivo, 
que sólo puede llevarse a cabo cuando aporte 
mayores beneficios terapéuticos que el resto 
de las intervenciones (arts. 14 y 20), sino que, 
además, en esa línea, prevé la posibilidad de 
que las personas internadas coactivamente 
puedan gozar de permisos de salida, de deri-
vación o externación por sola disposición del 
equipo tratante, sin necesidad de contar para 
ello de una autorización judicial (art. 23). Y 
esta disposición debió regir la internación de 
Acosta, aun cuando se cumpliese en una cár-
cel y bajo el título “medida de seguridad”. 

Si bien la Ley Nacional de Salud Mental 
no fue evaluada en la resolución impugnada 
–el tribunal no la consideró, pese a los recla-
mos de la defensa-, se suele invocar su art. 23 
como argumento para excluir a las medidas 
de seguridad de las disposiciones de la ley. Sin 
embargo, debe atenderse –como se expuso- 
que esa norma no excluye a las medidas de 
seguridad del conjunto de derechos que prevé 
en resguardo de las personas con discapaci-
dad que sufren un proceso de internación. Ese 
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artículo sólo “exceptúa” de las regulaciones a 
“las internaciones realizadas en el marco de lo 
previsto en el artículo 34 del Código Penal”. 

En definitiva, la única medida de segu-
ridad que la Ley Nacional de Salud Mental 
excluye del régimen general, que deja la ex-
ternación o derivación a criterio del equipo 
tratante, es la única posible conforme nuestro 
CP: la medida de seguridad del art. 34 del CP. 

En consecuencia, la “medida de seguridad” 
impuesta por el tribunal sobre la base de una 
norma de carácter procesal, como es el art. 77 
del CPPN (que tampoco se refiere, como vere-
mos, a la posibilidad de aplicar una “medida 
de seguridad”) y, luego, sin base normativa, 
al dictar el sobreseimiento, debió regirse por 
las disposiciones de la Ley Nacional de Salud 
Mental. Desde el 10 de diciembre del 2010 en 
adelante en que se sancionó la ley, el criterio de 
derivación y externación que los profesionales 
de la salud de Prisma informaron al tribunal 
debió regir la solución del caso, conforme una 
lectura respetuosa de la legalidad y del derecho 
a libertad (arts. 7. 2 y 3 de la Convención Ame-
ricana sobre los Derechos Humanos). Lejos de 
ello, el tribunal directamente lo ignoró.

IV.3. Afectación al principio de legali-
dad. El estándar de la CSJN

En el Código Procesal Penal de la Nación 
hay una única norma que regula el supuesto 
en que el imputado no cuenta con condiciones 
psicosociales para afrontar a la acusación en un 
juicio oral, y lo hace de un modo insuficiente y 
contradictorio con otras normas del sistema. 

El art. 77 regula que, si durante el pro-
ceso sobreviniere la incapacidad mental del 
imputado, el tribunal suspenderá la tramita-
ción de la causa y, si su estado lo tornare pe-
ligroso para sí o para los terceros, ordenará 
la internación de aquel en un establecimiento 
adecuado, cuyo director informará trimes-
tralmente sobre el estado del enfermo. La 

suspensión del trámite del proceso impedirá 
la declaración indagatoria o el juicio, según 
el momento en que se ordene, sin perjuicio 
de que se averigüe el hecho o se prosiga aquel 
contra los demás imputados. Si curare el im-
putado, proseguirá la causa a su respecto. 

En esta norma, el legislador reguló la si-
tuación del imputado que no cuenta con con-
diciones psicosociales para afrontar la acusa-
ción, pero lo hizo en exclusiva referencia al 
supuesto de incapacidad que sobreviene al 
inicio del proceso. 

Por otro lado, corresponde señalar que el 
art. 77 no se refiere a la misma capacidad de 
comprensión que se menciona en el art. 76 del 
CPPN. El art. 76 se refiere a la capacidad de 
comprender la criminalidad del acto, que pre-
supone el juicio de imputabilidad; el art. 77, 
por su parte, se refiere a la capacidad procesal 
para estar en juicio, pero con expresa men-
ción de la incapacidad sobreviniente, esta es, 
la incapacidad procesal que sobreviene al ini-
cio del proceso. El imputado inicia el proceso 
en condiciones, pero durante su desarrollo 
deja de estar en condiciones de afrontarlo. 

En ese sentido, conviene precisar de qué se 
está hablando cuando la ley se refiere a “incapa-
cidad mental del imputado” (art. 77 del CPPN) 
y la doctrina procesal, a la “incapacidad proce-
sal para estar en juicio” (Maier 1996, 202)15. 

Sobre el punto, Castex destaca que:

La capacidad de un imputado para estar en 
juicio, inquiere sobre el ahora en el inicio 
del proceso, mientras que la determinación 
de la culpabilidad o inculpabilidad por ra-
zones psíquicas remite necesariamente en 
el pasado, a la conducta que, enrostrada, 
funda el procedimiento (Castex 2007, 24). 

15 Maier señala que “la capacidad para estar en juicio, esto 
es, la capacidad para ser imputado en un procedimiento 
penal, representa universalmente un presupuesto procesal”.
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Así, pues, no se trata de determinar la im-
putabilidad penal de una persona (si tiene o 
no capacidad de culpabilidad en relación con 
el hecho investigado). Se trata de averiguar si 
la persona acusada está en condiciones de ser 
sometida a investigación o enjuiciamiento, con 
independencia de si en el momento de reali-
zarse el hecho investigado esa persona era o no 
imputable; en definitiva, si cuenta o no con las 
condiciones definidas como “capacidad de au-
todefensa” o, lo que en el derecho anglosajón 
se conoce como, “competence to stand trial” 
(Grima Lizandra 2010, 67-84). O, en otras 
palabras, si cuentas con los medios y las con-
diciones necesarias para ejercer su defensa en 
paridad de condiciones con los acusadores16.

Ahora bien, el art. 77 del CPPN prevé que el 
juez o tribunal no sólo se encuentran facultados 
para suspender el trámite, sino que, además, se 
encuentran autorizados a imponer una interna-
ción “si su estado lo tornare peligroso para sí o 
para terceros”. Una interpretación constitucio-
nal del texto, sólo habilita la imposición de una 
medida de internación encauzada bajo las pau-
tas de internación y externación del sistema civil 
y de la Ley Nacional de Salud Mental. 

En efecto, como se expuso en el capítulo 
precedente, desde el principio de legalidad, la 
única medida de seguridad posible (aunque 
también discutible desde su constitucionali-
dad) es aquella prevista en el art. 34, inc. 1 del 
CP que reconoce una resolución judicial en la 
que se haya demostrado la comisión de un he-
cho típico y antijurídico, en cuya ejecución el 

16 Por una cuestión de espacio, no voy a desarrollar el 
tema, pero entiendo que una interpretación del art. 77 
adecuada a la CDPD no debe ceñir el análisis al diagnós-
tico de discapacidad, sino que debe atender a la persona y 
a su contexto. Hay personas con discapacidad psicosocial 
que pueden afrontar un juicio, dándosele herramientas 
de accesibilidad que faciliten su participación y la posi-
bilidad de discutir la acusación, pero otras que no, ya sea 
porque no se le proveyeron esas herramientas o porque, 
aún en ese caso, no están en condiciones de afrontar su 
defensa en paridad con los órganos del Estado.

acusado haya participado, y una declaración 
de inimputabilidad. Para ello, será necesario 
además que el acusado pueda controvertir la 
acusación y desarrollar su defensa. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
en el fallo “RMJ” y ya desde antes, en el fallo 
“Tufano” del 27 de diciembre de 2005, ha de-
jado debidamente establecido que las personas 
con padecimientos mentales, especialmente 
cuando son recluidos coactivamente sin dis-
tinción del motivo de su internación, son titu-
lares de un conjunto de derechos fundamenta-
les, como el derecho a la vida y a la salud, a la 
defensa y al respeto de la dignidad, a la liber-
tad, al debido proceso, entre tantos otros. 

Conforme advirtió la Corte Suprema, es-
tas reglas deben ser observadas, con mayor 
razón, en los procesos en los que se plantea 
una internación psiquiátrica coactiva en vir-
tud del estado de vulnerabilidad, fragilidad, 
impotencia y abandono en el cual se encuen-
tran frecuentemente quienes son sometidos a 
tratamientos de esta índole, erigiéndose, por 
ende, como esencial el control por parte de 
los magistrados en que aquélla se desarrolla17.

Más recientemente, en el fallo “Antuña”, 
volvió a sostener que:

La garantía del debido proceso que rige 
para toda privación de libertad en virtud 
del art. 18 de la CN adquiere un vigor espe-
cial cuando la razón que motiva el encierro 
es la incapacidad psíquica de la persona de 
cuya libertad se dispone18. 

Insistió en que toda internación, sea de 
origen civil o penal, debe ser evaluada en rela-
ción con su oportunidad, limitación temporal 
y condiciones de ejecución. 

17 CSJN, “Tufano Ricardo s/internación”, rta 27/12/2005, 
Fallos 328:4832, considerando 4.

18 CSJN, “Antuña Guillermo Javier s/ causa nº 12.434”, 
rta 13/11/2012. Fallos 335:2228.
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En ese mismo fallo, la CSJN, aun cuando 
reconoció la legitimidad de las medidas de 
seguridad previstas para personas con pa-
decimientos mentales, sólo reconoció la le-
gitimidad de las medidas de seguridad para 
personas declaradas inimputables por haber 
cometido un “ataque ilícito”.

Además, en miras de restringir su aplica-
ción, en este mismo fallo la Corte fijó pautas 
para asegurar una limitación temporal, pero 
además para acotar su imposición a los casos 
en que se haya demostrado:

Con los estándares probatorios y de contra-
dicción propios del proceso penal de que el 
imputado ha cometido un ataque ilícito, que 
no ha obrado en virtud de alguna justifica-
ción o excusa y que por él habría podido ser 
objeto de una pena privativa de la libertad si 
no hubiera sido incapaz de culpabilidad. En 
ausencia de una determinación así, no esta-
ría justificado someter al incapaz a la mayor 
severidad que distingue al régimen penal de 
medidas de seguridad19.

Tal como se estableció en “Tufano” y 
“RMJ”, estas exigencias marcan la necesi-
dad de asegurar un reconocimiento pleno a 
las garantías constitucionales de las perso-
nas que padecen una discapacidad psíquica 
y que se encuentran sometidas a proceso, 
con la consecuente obligación de analizar, 
en el caso concreto, los presupuestos del art. 
34, inc. 1 del CP. Conforme el criterio de la 
Corte, la única medida de seguridad que ha 
sido reafirmada por la CSJN, con restriccio-
nes y limitaciones, es la medida de seguridad 
prevista en el art. 34, inciso 1 del CP cuando 
se declaró la inimputabilidad de la persona 
previo haberse demostrado, además, que en 
cumplimiento de las reglas del contradictorio, 

19 Dictamen del PGN, cuyos fundamentos y conclusiones 
comparten los jueces Lorenzetti, Fayt, Maqueda y Zaffaroni.

y en resguardo del derecho de defensa, que la 
persona cometió un injusto penal y que por 
éste, sino hubiera sido declarado inimputable, 
habría podido ser objeto de una pena privati-
va de libertad.

En el caso comentado, la medida de se-
guridad no fue consecuencia de una decla-
ración de inimputabilidad por el hecho co-
metido, ni tampoco se impuso tras haberse 
determinado que Acosta cometió alguno 
de los hechos imputados, que esos hechos 
superaban el control de tipicidad y antijuri-
dicidad, ni que hubiese actuado por alguna 
otra excusa que lo hiciera inimputable. Me-
nos aún se analizó, si en el caso no habría 
merecido una pena en suspenso teniendo en 
cuenta que estuvo más de 11 años privado 
de su libertad, sin contar con antecedentes 
penales; incluso, aun cuando hubiera sido 
condenado a una pena de efectivo cumpli-
miento por el delito de homicidio simple, ya 
había agotado el mínimo de ocho años de 
prisión que por ese delito se establece.

En resumen, la medida de seguridad im-
puesta tras el sobreseimiento contradijo el 
principio de legalidad (art. 18 CN, 9 de la 
CADH y 15 del PIDCyP) y las disposiciones 
del art. 7.2 y 7.3. de la CADH, en tanto se 
impuso una medida penal restrictiva de la 
libertad que no se encuentra regulada en el 
Código Penal. 

Pero la medida de seguridad que antece-
dió al sobreseimiento, también contradijo 
los principios citados en tanto tampoco se 
encuentra regulada en la legislación penal; y 
si su imposición estuvo dirigida a asegurar 
la realización de un proceso, que paradóji-
camente se encontraba suspendido; en su 
condición de medida cautelar de 11 años y 5 
meses, se apartó además de las exigencias de 
proporcionalidad que deben respetar las me-
didas cautelares (arts. 7.2 y 7.3 de la CADH). 
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IV.4. Afectación al principio de inocen-
cia, al derecho a ser oído, al derecho de 
defensa y a la prohibición de no discri-
minación por discapacidad

En cuarto lugar, y en estricta vinculación con 
lo expuesto, se alegó la afectación al principio de 
inocencia, al derecho a ser oído y al derecho de 
defensa, como así también discriminación por 
discapacidad (art. 5 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad).

La obligación de respetar las “reglas del 
contradictorio” en un proceso penal, que pue-
de derivar en una medida de seguridad de ín-
dole penal, se corresponde con distintos com-
promisos internacionales que nuestro país 
asumió en materia de derechos humanos. 

Por un lado, el art. 12 de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad establece que: 

Los Estados Partes asegurarán que en to-
das las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se proporcionen salva-
guardias adecuadas y efectivas para impe-
dir los abusos de conformidad con el dere-
cho internacional en materia de derechos 
humanos. Esas salvaguardias asegurarán 
que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la 
voluntad y las preferencias de la persona. 

El art. 13 impone a los Estados, además, el 
deber de asegurar “que las personas con dis-
capacidad tengan acceso a la justicia en igual-
dad de condiciones con las demás”. 

Por el otro, el art. 8.1 de la CADH recono-
ce a “toda persona, el derecho a ser oída con 
las debidas garantías… por un juez o tribunal 
competente … en la sustanciación de cual-
quier acusación penal formulada contra ella”, 
y el art. 8.2.d. establece el “derecho del inculpa-
do de defenderse personalmente o de ser asisti-
do por un defensor de su elección y de comu-

nicarse libre y privadamente con su defensor”. 
A su vez, el art. 14.1 del PIDCyP afirma que 
“todas las personas son iguales ante los tribu-
nales y cortes de justicia. Toda persona ten-
drá derecho a ser oída públicamente y con las 
debidas garantías … en la substanciación de 
cualquier acusación de carácter penal formu-
lada contra ella o para la determinación de 
sus derechos u obligaciones de carácter civil”. 

La persona con discapacidad cuenta con el 
derecho a ser oída y de poder ejercer su defen-
sa en igualdad de condiciones con las demás 
personas. Y en resguardo de este derecho se 
construye la restricción que introduce la Cor-
te Suprema cuando limita la imposición de la 
medida de seguridad a que “con los estánda-
res probatorios y de contradicción propios del 
proceso penal” se demuestre que el imputado 
ha cometido un ataque ilícito, antijurídico y 
que por éste habría podido ser objeto de una 
pena privativa de libertad. 

La persona tiene el derecho de defender-
se de la acusación que media en su contra, y 
de poder alegar y demostrar –personalmen-
te y valiéndose de asistencia técnica- que el 
hecho no se cometió, o que no se participó 
en su ejecución, o que la conducta fue atípica 
porque actuó bajó un error de tipo, por ejem-
plo, o justificada porque se actuó en legítima 
defensa. También puede alegar razones que 
descartarían la posibilidad de imponer una 
pena privativa de libertad y, en consecuen-
cia, de conformidad con lo expuesto por la 
Corte, una medida de seguridad. Y todo ello, 
previo a considerar si actuó sin capacidad de 
culpabilidad (inimputabilidad) y si corres-
ponde, entonces, imponer una restricción de 
su libertad.

En resguardo de la contradicción y el de-
recho de defensa, se debe garantizar el de-
recho de toda persona acusada a ser oída, 
especialmente si consideramos que, bajo la 
fachada de una absolución, podrá ser privada 
compulsivamente de su libertad, en una uni-
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dad penitenciaria, en las mismas condiciones 
que de haber sido condenada. 

Como vimos, la Corte Suprema, exigió en 
“Antuña” que, previo a imponer una medida 
de seguridad (art. 34, inciso 1 CP), se analice 

[…] con los estándares probatorios y de 
contradicción propios del proceso penal 
que el imputado ha cometido un ataque ilí-
cito, que no ha obrado en virtud de alguna 
justificación o excusa y que por él habría 
podido ser objeto de una pena privativa 
de la libertad si no hubiera sido incapaz 
de culpabilidad. En ausencia de una de-
terminación así –dijo la CSJN- no estaría 
justificado someter al incapaz a la mayor 
severidad que distingue al régimen penal 
de medidas de seguridad20. 

Volviendo a nuestro caso, advertimos que, si 
bien el proceso penal se suspendió en resguardo 
supuestamente del derecho de defensa, paradó-
jicamente, medió una ostensible afectación a ese 
derecho, como al derecho a ser oído y, funda-
mentalmente, al principio de inocencia. 

En 13 años que duró su proceso, el señor 
Acosta nunca tomó contacto con los jueces del 
Tribunal que le impusieron, durante 11 años 
y 5 meses, una medida de seguridad. No hay 
referencia en las distintas resoluciones sobre 
manifestaciones de Acosta. Se escuchó a abo-
gados, fiscales y peritos, pero jamás se entre-
vistó a Acosta, en una evidente demostración 
de discriminación por su discapacidad psico-
social. Él recién fue recibido por un juez el día 
de su audiencia, en abril de 2016, en la Sala 
1 de la Cámara Nacional de Casación Penal, 
donde contestó preguntas de los jueces sobre 
sus condiciones de vida en la unidad, sobre el 
estado de su salud, su tratamiento y su familia.

20 Dictamen del PGN, cuyos fundamentos y conclu-
siones comparten los jueces Lorenzetti, Fayt, Maqueda 
y Zaffaroni.

La afectación al derecho a ser oído fue evi-
dente y la discriminación por discapacidad, 
también. Nadie dudaría en descalificar una pena 
impuesta (no ya tras un sobreseimiento o sin jui-
cio) sin que el Juez tome contacto con el imputa-
do; sin embargo, nadie dudó, en este proceso, en 
mantener una medida de seguridad de 11 años y 
5 meses de duración, sin siquiera conocerlo21.

21 Tiempo atrás, en España, se dio una discusión pare-
cida en la que el profesor Enrique Bacigalupo participó 
como Juez del Tribunal Supremo Español, en defensa de 
los derechos de las personas con padecimiento mental a 
quienes, sin poder ejercer el derecho de defensa, se les 
suspendía el proceso y se les aplicaba una medida de 
seguridad. Vale señalar que, en ese país, a diferencia de 
nuestro CPPN, la solución legislativa incluye, expresa-
mente, la posibilidad de imponer una medida de seguri-
dad de carácter penal fundada en la peligrosidad del suje-
to, a aquellas personas respecto de las cuales se suspendió 
el trámite por falta de capacidad procesal. La Ley de En-
juiciamiento Criminal remite a la medida de seguridad 
prevista como consecuencia de una declaración de inim-
putabilidad (cfr. Art. 383-1 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, y Grima Lizandra 2010). En esa discusión, el 
Juez Bacigalupo coincidió con los demás jueces en que 
“la celebración del juicio dado el estado del proceso de 
discapacidad en que el imputado se encontraba le había 
colocado en una posición de absoluta inferioridad e in-
defensión para afrontar un juicio de tan extraordinaria 
importancia para el mismo –acusado de un delito de ase-
sinato, había dado 28 puñaladas a la víctima- lo que ha 
supuesto clara y terminantemente infracción al derecho 
de tutela efectiva en el ejercicio de su derecho a defender-
se y consecuentemente a no sufrir indefensión, así como 
su derecho a un juicio justo.” Agregaron que, también, 
se había quebrantado el principio de igualdad de armas. 
Y tras ello, impugnó las medidas de seguridad impuesta 
en consecuencia, para lo cual señaló que las medidas de 
seguridad son consecuencias penales que exigen constatar 
no sólo si el acusado presenta peligrosidad que justifique 
la medida, sino, además, con carácter previo, si es autor 
de una acción típica y antijurídica. Ello sólo puede demos-
trarse en un juicio celebrado con todas las garantías. En 
resumen, resulta imposible realizar el juicio por falta de 
capacidad procesal del imputado, pero tampoco resulta 
posible la imposición de una medida de seguridad, pues-
to que, para su aplicación, resulta imprescindible la reali-
zación de un juicio en el que se demuestre la materialidad 
del hecho y la participación del imputado en su ejecución 
(Cfr. STS 2265/1993, publicado en el centro de docu-
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En definitiva, resulta imposible imponer 
una medida de seguridad penal previo ha-
berse realizado un juicio en el que se garan-
tice al acusado con un padecimiento mental, 
el derecho de defensa. Si el imputado carece 
de las condiciones para afrontar una defen-
sa, en resguardo del derecho de defensa, del 
derecho a ser oído y a la igualdad de armas, 
el trámite del proceso aun cuando pueda 
suspenderse no podrá derivar en la imposi-
ción de una medida de seguridad, en tanto 
consecuencia jurídico penal que exige de la 
configuración de un hecho típico y antijurí-
dico como presupuesto. 

Por otra parte, será obligación de los jue-
ces conocerlo, entrevistarlo y garantizarle su 
derecho a ser oído en la igualdad de condi-
ciones que se garantiza a toda persona acusa-
da de cometer delitos, sin hacer uso de argu-
mentos que sólo discriminan en razón de su 
discapacidad (art. 5 de la CDPD).

Por último, y en este sentido, deberá te-
nerse presente que la Argentina fue obser-
vada por el Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, en octubre de 
2012, cuando solicitó al Estado que adecúe su 
legislación penal, tanto federal como provin-
cial, para que la decisión sobre la imposición 
de medidas de seguridad a personas que son 
declaradas inimputables solo se tome una vez 
que se ha seguido un proceso en el que se res-
peten las garantías de defensa y asistencia le-
trada, incluidos los ajustes de procedimiento 
que puedan llegar a necesitarse para garanti-
zar el ejercicio de los derechos22.

mentación judicial. http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/
Temas/Documentacion_Judicial/Jurisprudencia_/Sen-
tencias_de_actualidad/Tribunal_Supremo).

22 Comité sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad, Observaciones finales sobre el informe inicial de 
Argentina, aprobadas por el Comité (ONU), 8º período 
de sesiones, CRPD/C/ARG/CO/1, del 8/10/2012, párr. 26.

IV.5. La paradoja del sobreseimiento con 
detención. La contradicción del art. 14.2 
de la CDPD

En quinto lugar, también se advirtió que 
Acosta había sido sobreseído y, en tales con-
diciones, se enfrentaba a la paradoja de haber 
sido desvinculado del proceso sin que esta re-
solución liberatoria de la acusación hubiese 
incidido en su detención. Continuaba bajo el 
control penal punitivo cuando había sido so-
breseído del delito imputado, generándose, 
así, por un lado, una contradicción con los 
presupuestos de un derecho penal de culpa-
bilidad por el acto que tiene por presupuesto 
de toda intervención penal la comisión de un 
hecho típico, antijurídico y culpable, sin que 
pueda justificarse una intervención penal por 
motivos exclusivamente preventivos, confor-
me señaló la CSJN en “Gramajo”23.  

Y en esas condiciones, la medida de segu-
ridad contradice, además, los términos de la 
Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, por cuanto se está im-
poniendo una restricción de libertad penal a 
una persona que fue sobreseída cuando esa 
solución jamás podría pensarse para las per-
sonas adultas sin discapacidad que fueron so-
breseídas de la comisión de un delito, ni aun 
cuando se invocara una supuesta peligrosidad 
para sí o para terceros. Recordemos que en el 
fallo “Gramajo” citado, la CSJN declaró la in-
constitucionalidad de las medidas de seguridad 
por peligrosidad que regulaba el art. 50 del CP. 
La imposición de una medida de seguridad a 
personas adultas peligrosas, cuya discapacidad 
mental no está en juego, no está admitida por 
nuestro derecho penal y constitucional y nadie 
dudaría de su inconstitucionalidad. De allí que 
pueda concluirse que no son razones preven-
tivas por sí las que justifican la imposición de 

23 CSJN, “Gramajo s/robo en grado de tentativa”, rta 
5/09/2006. Fallos: 329:3680.
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esta consecuencia jurídico penal, sino razones 
preventivas estrictamente vinculadas a la dis-
capacidad mental y, en esas condiciones, es 
evidente que la medida de seguridad contradice 
abiertamente los términos de la CDPD, en tanto 
prohíbe toda restricción de la libertad fundada 
en la discapacidad (art. 14.2 de la CDPD). 

Por ello, las medidas de seguridad son hoy 
duramente cuestionadas por el Comité sobre 
los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad, en los últimos informes de países24, en 
los que, directamente, se recomienda la eli-
minación de las medidas de seguridad que 
involucran restricción de libertad compulsi-
va en instituciones psiquiátricas, con expresa 
advertencia y preocupación sobre la indeter-
minación temporal que las caracteriza y la fal-
ta de garantías procesales en el sistema penal 
que las aplica y regula. 

IV.6. Arbitrariedad de la resolución. Falta 
de tratamiento de argumentos conducentes

Por último, destaqué la arbitrariedad de la 
resolución cuestionada por cuanto los jueces 
habían mantenido la medida de seguridad sin 
ponderar (i) los cuestionamientos introdu-
cidos por la defensa en su pedido de sobre-
seimiento y cese de la medida de seguridad; 
(ii) que esta medida de seguridad se venía 
aplicando hacía 6 años ininterrumpidamente, 
y hacía 11 años si considerábamos el tiempo 
anterior y, además, de manera indefinida, lo 
que la transformaba en una medida no sólo 
lesiva de los principios mencionados, sino 
además desproporcionada si ponderamos 
que había superado con creces la pena míni-
ma de la figura básica de homicidio; (iii) que 
esa medida de seguridad había contribuido 
en el agravamiento de sus condiciones físicas 
y mentales, teniendo en cuenta los nume-

24 CRPD/C/ECU/CO/1, Ecuador, del 27/10/2014, pár. 28, 
CRPD/C/BEL/CO/1, Bélgica del 28/10/14, pár. 28.

rosos informes médicos obrantes en la cau-
sa, lo que dejaba en evidencia el cinismo del 
tribunal al calificar la restricción de libertad 
como una “medida de seguridad terapéutica”; 
(iv) la situación integral de Hernán Acosta 
en tanto persona que requería un tratamien-
to psicofísico adecuado a la problemática de 
HIV, hepatitis, sirrosis y sucesivos cuadros 
infecciosos que sufría, lo que exigía, desde el 
derecho a la salud, la obligación del Tribunal 
de ponderar alternativas adecuadas a su esta-
do de salud; (v) los vínculos familiares que se 
habían mantenido a lo largo de todo su encar-
celamiento; su grupo familiar integrado por 
su madre, su padre y sus dos hijos lo habían 
acompañado durante todo su tiempo en pri-
sión; (vi) los informes elaborados, no ya por los 
médicos tratantes sino por los profesionales del 
CMF y los peritos de parte. En esos informes, 
no se invocaba un estado de peligrosidad que 
exigiera permanecer bajo el régimen de segu-
ridad de una medida de seguridad penal, sino 
que en las conclusiones los médicos referían 
“un deteriorio cognitivo y un trastorno de 
personalidad con intercurrencias somáticas 
severas (nefropatía y neumopatía)” y a ello, 
agregaban que “su peligrosidad atenuada por 
el tratamiento que realiza en condiciones de 
internación”, a lo que debe sumarse que en el 
cuerpo del informe se precisaba que “no se 
detectan (detectaban) signos y/o síntomas de 
agresividad en el monto del examen”. En re-
sumen, no se describe una situación de riesgo 
o peligrosidad cierta e inminente que justi-
ficara una medida restrictiva de su libertad, 
sólo se hablaba de peligrosidad atenuada por 
el tratamiento que realiza en internación, lo 
que eventualmente podía motivar un nuevo 
examen del equipo interdisciplinario de un 
hospital general o del Hospital Borda para 
que, en los términos del art. 21 de la LNSM, 
se evaluara una internación en algunos de 
esos hospitales y bajo el control de interna-
ción de la justicia civil; (vii) tampoco se pon-
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deraron los lineamientos fijados por la LNSM, 
que habían sido introducidos en el pedido de 
cese, los que debían ser evaluados a la hora de 
ponderar la pertinencia de continuar con la 
medida de seguridad restrictiva de la libertad 
por razones de salud mental.

Esta falta de tratamiento de argumentos 
conducentes hacía de la resolución, una re-
solución arbitraria. La falta de tratamiento de 
aspectos conducentes para la evaluación de la 
medida de seguridad configuraba una afecta-
ción al derecho de defensa, en cuanto incluye 
el derecho de obtener una resolución fundada 
que aborde los planteos formulados.

Por todo ello, el fallo era inválido a la luz de 
la jurisprudencia de Fallos: 328:121, en la que 
el máximo Tribunal de garantías se refiriera a 
la necesidad de dar respuesta a todas las alega-
ciones conducentes de la defensa. Esa doctrina 
está en línea con la jurisprudencia interameri-
cana sobre el deber de motivación y su relación 
con el derecho a ser oído (art. 8.1 CADH). En 
efecto, la ausencia de respuesta a lo argumen-
tado por esta parte es la prueba cabal de la falta 
material de atención a lo argüido. 

Al respecto, vale la pena rememorar que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en la sentencia Tristán Donoso v. Panamá25, 
reiterando la doctrina sentada en Apitz Bar-
bera26, sostuvo que:

 
153. El Tribunal ha resaltado que las deci-
siones que adopten los órganos internos, 
que puedan afectar derechos humanos, 
deben estar debidamente fundamentadas, 
pues de lo contrario serían decisiones arbi-
trarias. En este sentido, la argumentación 
de un fallo debe mostrar que han sido debi-

25 Corte IDH, Tristán Donoso v. Panamá. Sentencia de 
27 de enero de 2009. Serie C Nº 193.

26 Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Pri-
mera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C Nº 182.

damente tomados en cuenta los alegatos de 
las partes y que el conjunto de pruebas ha 
sido analizado. Asimismo, la motivación de-
muestra a las partes que éstas han sido oídas 
y, en aquellos casos en que las decisiones son 
recurribles, les proporciona la posibilidad de 
criticar la resolución y lograr un nuevo exa-
men de la cuestión ante las instancias supe-
riores. Por todo ello, el deber de motivación 
es una de las “debidas garantías” incluidas 
en el artículo 8.1 de la Convención para 
salvaguardar el derecho a un debido proce-
so”. (sin destacar en el original).

IV.7. Petitorio final

En definitiva, solicité que se casara la re-
solución impugnada en los puntos contro-
vertidos (puntos I y II de la resolución) y se 
dispusiera el inmediato cese de la medida de 
seguridad, debiéndose disponer el traslado de 
Hernán Acosta al Hospital Pirovano, siguien-
do las recomendaciones del equipo tratante del 
equipo Prisma del CPF 1, conforme el último 
informe que en esa audiencia acompañé, para 
un adecuada evaluación interdisciplinaria en 
la que se evaluara la posibilidad de una inter-
nación en los términos del art. 20 de la LNSM. 

V. La resolución dictada por la Sala 1 
de la Cámara Nacional de Casación en 
los Criminal y Correccional de la Ca-
pital Federal27

El 24 de mayo de 2016 la Sala 1 de la Cá-
mara Nacional de Casación en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal, integrada 
en esa oportunidad por los jueces Garrigós de 

27 La audiencia oral y pública ante la Cámara, donde se 
desarrollaron los argumentos expuestos, se celebró el día 
21 de abril de 2016. La resolución se dictó el día 24 de 
mayo y se encuentra registrada bajo el número 391/2016.
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Rébori, Bruzzone y García, resolvió “I.) CASAR 
los puntos dispositivos II y III del auto decisorio 
(…) en cuanto fueron materia de recurso, sin 
costas (…)”; II.) ENCOMENDAR al Tribunal 
Oral en lo Criminal Nro. 6 que arbitre los me-
dios necesarios para que Hernán Gabriel Acosta 
sea trasladado al Hospital General de Agudos, 
Dr. Ignacio Pirovano, en el término de veinti-
cuatro (24) horas, a partir de lo cual cesará la in-
tervención de la justicia penal (ley 26.657) (…)”.

En sus considerandos, la jueza Garrigós de 
Rébori expresó: 

[…] advierto que la controversia es en par-
te similar en las que me tocó intervenir 
como jueza de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Criminal y Correccional28. 
A mi modo de ver, desde el momento en 
que adquirió firmeza la decisión median-
te la cual se sobreseyó al imputado, cesó la 
jurisdicción del juez penal y, en consecuen-
cia, en casos como el presente, correspon-
de dar intervención a la justicia civil, que, 
además, por razones de especificidad, es la 
que mejor podrá evaluar y tomar las medi-
das más eficaces para contribuir a revertir 
el cuadro de Acosta. 
Digo que es en parte similar, pues en este 
caso la incapacidad del acusado es sobrevi-
niente e irreversible. Véase, que la desvin-
culacion dispuesta lo fue en los términos 
del inciso 1 del art. 336 del ordenamiento 
procesal, es decir, porque “…la acción pe-
nal se ha extinguido…”. 
Sobre este punto, no puedo dejar de aten-
der que el artículo 335 del mencionado or-
denamiento expresamente dispone que “el 
sobreseimiento cierra definitiva e irrevoca-
blemente el proceso con relación al impu-
tado a cuyo favor se dicta…”. 

28 CCC causa Nº 41.318 (10.745/2010) “Arebalo, Mila-
gros Elizabeth”, Sala V, del 18/5/2001, CCC 24.233/2012, 
Sala VI, del 12/11/2013.

Entonces, y sin perjuicio de la ausencia de 
jurisdicción ya apuntada, cualquier me-
dida de seguridad que ahora se preten-
da mantener con remisión al artículo 34, 
inciso 1 del CP, lo es sin cauce legal, por 
cuanto el supuesto liberatorio no es aquél 
que comprende esta posibilidad (art. 336, 
inc. 5, CPPN). Es que la razón que lleva al 
mencionado a requerir este tipo de asisten-
cia médica, no deriva de un conflicto con 
la ley penal. 

El juez Bruzzone adhirió a la solución pro-
puesta por la jueza Garrigós de Rébori. 

El juez García, por su parte, dijo:

[…] La cuestion a decidir es, en rigor, si 
existe base legal para que el tribunal oral 
dispusiese mantener la internación de Her-
nán Gabriel Acosta en una división psi-
quiátrica del Servicio Penitenciario Federal 
y la respuesta es negativa.
Toda internación en una institución psi-
quiátrica cerrada, de la que la persona 
internada no puede salir por su propia 
voluntad es una restricción de la libertad 
física que sólo puede ser dispuesta si existe 
una ley que la autorice, si ésta persigue una 
finalidad legítima, si se presenta el supues-
to de hecho definido en esa ley, y en la me-
dida estrictamente necesaria exigida por la 
finalidad legítima perseguida por esa ley. 
Rigen el caso el art 19 CN, y los artículos 
7.1 7.2 CADH y 9.1 PIDCP (…).
En la decisión no se cita ninguna disposi-
ción legal que autorice a prolongar la inter-
nación de Hernán Gabriel Acosta.
A este respecto destaco que, puesta que se 
ha seguido una vía sustantiva sobre la per-
secución penal que no implica declaración 
de inimputabilidad, la decisión no podría 
apoyarse en el art. 34, inciso 1, párrafo se-
gundo, CP. Tampoco podría apoyarse en 
el art. 77 CPPN, sobre cuya base se había 



46 § Revista MPD

María Florencia Hegglin

dispuesto originalmente la internación, 
porque –sin abrir juicio sobre los límites 
de esa disposición legal- la internación en 
un establecimiento presupone la penden-
cia del proceso. Una vez fenecido éste –en 
la especie por virtud del sobreseimiento 
dictado- no podría ya prolongarse la inter-
nación dispuesta anteriormente.
La decisión recurrida pone en evidencia 
una cuestión dilemática: cómo debe tratar 
el Estado a las personas que padecen enfer-
medades psíquicas, respetando al mismo 
tiempo sus derechos fundamentales. No 
se trata de rechazar a priori cualquier in-
tervención estatal –incluso coactiva- sino 
de que en todo caso esa intervención debe 
estar autorizada por una ley del Poder Le-
gislativo, debe perseguir fines legítimos y 
debe satisfacer estándares de necesidad y 
proporcionalidad. 
(…) El legislador nacional ha tomado una 
decisión en el marco del ejercicio sobera-
no que le asignan los arts. 19 y 28 CN, y 
en ese ejercicio ha dictado la Ley Nacional 
de Salud Mental, por la que ha establecido 
que el Estado reconoce a las pesonas con 
padecimiento mental un conjunto de sus-
tantivo de derechos (art. 7), declarando la 
preferencia por un proceso de atención que 
se realice fuera del ámbito de internación 
hospitalario orientado al reforzamiento, 
restitución o promoción de los lazos socia-
les (art. 9). (…). 
Ahora bien, habida cuenta de que la Defen-
sora Pública que ha tomado intervención 
en la audiencia ha solicitado expresamente 
que el Estado no libere a su surge a Hernán 
Gabriel Acosta, desentendiéndose de su 
actual estado de padecimiento psíquico, y 
de que ha pedido que éste sea examinado 
por un equipo de salud de un servicio asis-
tencial de la salud pública, entiendo que, 
sin perjuicio de dejar sin efecto los puntos 
dispositivos II y III de la resolución (..) y 

de hacer cesar la medida de seguridad im-
puesta, corresponde disponer que sin de-
mora el nombrado sea examinado por un 
equipo de salud del Hospital General de 
Agudos Dr. Ignacio Pirovano, como se ha 
pedido en la audiencia, a fin de que se ex-
pida sobre si corresponde proceder según 
el art. 20 de la ley 26.657.

VI. Reflexiones finales

Acosta fue trasladado al Hospital Pirovano 
donde, tras ser evaluado por un equipo inter-
disciplinario, se estableció que no reunía los 
criterios de internación por situación de riesgo 
cierto e inminente que establece la Ley Nacio-
nal de Salud Mental. Desde entonces, está en 
su casa intentando, con muchísimo esfuerzo, 
rearmar su vida. Vive con su madre y sus hi-
jos, a quienes poco conoce si pensamos que su 
contacto en los últimos años –y en sus años de 
crecimiento- estuvo limitado a las visitas en la 
Unidad Penitenciaria. Obtuvo, gracias a la in-
tervención de la Defensoría General de la Na-
ción, el certificado de discapacidad que le per-
mitirá contar con una obra social para afrontar 
su tratamiento para su salud mental y su salud 
física, que resultó severamente deteriorada en 
los años de encierro; y mientras tanto recibe 
atención en el Hospital Muñiz y en el Hospi-
tal Borda, en la medida de las posibilidades de 
atención de cada uno de esos hospitales.

Más allá de la decisión final, el caso deja un 
sabor amargo, si consideramos los años que 
Acosta debió vivir en una cárcel como con-
secuencia de una administración de justicia 
que discrimina y olvida. Desde esa sensación, 
debemos seguir trabajando sobre el reconoci-
miento de los derechos fundamentales de to-
das las personas con discapacidad psicosocial 
y estar, fundamentalmente, muy atentos a que 
esa discapacidad psicosocial no se transforme, 
paradójicamente, en el argumento para una 



Revista MPD § 47

Derechos humanos de las personas con discapacidad psicosocial

intervención penal, en contra del mandato del 
art. 14 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, que impone 
al Estado argentino el deber de asegurar “que 
las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás: 1. Disfruten del de-
recho a la libertad y seguridad de la persona; 
2. No se vean privadas de su libertad ilegal o 
arbitrariamente y que cualquier privación de 
libertad sea de conformidad con la ley, y que 
la existencia de una discapacidad no justifique, 
en ningún caso, una privación de la libertad”. 

Bibliografía

Caride, Miguel C. 2013. “Medidas de segu-
ridad, derechos de las personas internadas y 
Ley de Salud Mental”. Revista Derecho Penal, 
5(2): 155-178. Buenos Aires: Ediciones Infojus.

Castex, Mariano. 2007. Capacidad para es-
tar en juicio. Buenos Aires: Ed. Ad-Hoc.

Cesano, José D. s/f. “Medidas de seguridad 
respecto de inimputables adultos por incapa-
cidad mental: principios generales y garan-
tías”, en elDial.com-DC1020.

De la Fuente, Javier E. 1998. “Medidas de 
seguridad para inimputables”. Cuadernos de 
Doctrina y Jurisprudencia Penal, 8. Buenos 
Aires: Ed. Adhoc. 

Ferrajoli, Luigi. 1989. Derecho y Razón. 
Teoría del garantismo penal. Madrid: Trotta.

Grima Lizandra, V. 2010. “El derecho de 
defensa del imputado con graves anomalías 
psíquicas”. Revista jurídica de la comunidad 
valenciana: jurisprudencia seleccionada de la 
Comunidad Valenciana, 34: 67-84.

Hegglin, María Florencia. 2006. Los en-
fermos mentales en el derecho penal. Contra-

dicciones y falencias del sistema de medidas de 
seguridad. Buenos Aires: Ed. Del Puerto.

Hegglin, María Florencia. 2009. “El caso 
‘Ximenes Lopes vs. Brasil’: leading case de la 
Corte Interamericana en materia de derechos 
fundamentales de los enfermos mentales pri-
vados de libertad”. En: Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. Análisis de los están-
dares del sistema interamericano, 19-42. Bue-
nos Aires: Ministerio Público de la Defensa. 
Disponible en http://www.mpd.gov.ar/pdf/
publicaciones/biblioteca/005%20Derecho%20
Internacional%20Derechos%20Humanos.pdf

Hegglin, Florencia M. 2013. “La capaci-
dad procesal para estar en juicio, el derecho 
de defensa y las medidas de seguridad”. Revis-
ta Derecho Penal, 5: 191-216. Buenos Aires: 
Ediciones Infojus.

Maier, J. B.J. 1996. Derecho procesal pe-
nal. Tomo I. Fundamentos. Buenos Aires: 
Ed. Del puerto.

Martínez, G. 2010. “Un gran avance hacia 
la protección de los derechos de los incapa-
ces de culpabilidad”. Revista Jurídica La Ley, 
Suplemento de Derecho penal y procesal penal, 
del 16 de marzo.

Marum, Elizabeth y Enrique Arce. 1997. 
“Internación psiquiátrica y Derecho penal”. 
En: Nueva Doctrina Penal, Tomo A, 306. Bue-
nos Aires: Editores del Puerto.

Palacios, A. 2008. El modelo social de dis-
capacidad: orígenes, caracterización y plasma-
ción en la Convención Internacional sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Madrid: Ed. Cinca. 

Plazas F. 2013. “Medidas de seguridad y 
Ley Nacional de Salud Mental”. En: Jurispru-



48 § Revista MPD

María Florencia Hegglin

dencia Penal de la CSJN, Tomo 14. Buenos 
Aires: Ed. Hammurabi.

Righi, E. 1993. “Derecho penal de inim-
putables permanentes”. Revista Méxicana de 
Justicia, 1(1): 219-235.

Rosales, P. 2012. “Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad 
ONU. Una introducción al marco teórico y 
jurídico de la discapacidad y los Derechos 
Humanos”. En: Discapacidad, Justicia y Esta-
do, acceso a la Justicia de personas con disca-
pacidad, 8-36. Buenos Aires: Infojus.

Zaffaroni, Eugenio R., Alejandro Alagia y 
Alejandro Slokar. 2000. Derecho penal, parte 
general. Buenos Aires: Ed. Ediar.

Ziffer, Patricia. 2008. Medidas de seguridad. 
Pronósticos de peligrosidad en el derecho penal. 
239 y sgtes. Buenos Aires, Ed. Hammurabi. 

Jurisprudencia internacional

Corte IDH, Caso Furlan y familiares v. Ar-
gentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012. 
Serie C No 246.

Corte IDH, Caso Ximenes Lopes v. Brasil. 
Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149.

Corte IDH, Caso Tristán Donoso v. Panamá. 
Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193.

Corte IDH, Caso Apitz Barbera y otros 
(Corte Primera de lo Contencioso Administra-
tivo) vs. Venezuela. Sentencia de 5 de agosto 
de 2008. Serie C No. 182.

Documentos de 
organismos internacionales

Comité sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, Observaciones finales sobre 
el informe inicial de Argentina, aprobadas por 
el Comité (ONU), 8º período de sesiones, 
CRPD/C/ARG/CO/1, del 8/10/2012.

Comité sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, Observaciones finales sobre 
el informe inicial de Ecuador, aprobadas por 
el Comité (ONU), CRPD/C/ECU/CO/1, del 
27/10/2014.

Comité sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, Observaciones finales sobre 
el informe inicial de Bélgica, CRPD/C/BEL/
CO/1, del 28/10/2014.

Jurisprudencia nacional

Cámara Criminal y Correccional de la Ca-
pital Federal, Sala I, “Villalba, Octavio s/ ho-
micidio”, Causa 31.068, rta 13/04/2007.

Cámara Criminal y Correccional de la 
Capital Federal, Sala V, Causa Nº 39.452 
“A.R.G. s/medida de seguridad”, rta 16/06/10, 
voto de los jueces Mirta López González y 
Pociello Argerich. 

Cámara Criminal y Correccional de la Ca-
pital Federal, Sala VI, Causa Nº 1799-2012, 
“CBJ s/medida de seguridad”, rta 28/11/12, 
voto de los jueces Lucini y Filozof.

Cámara Nacional de Casación en lo Cri-
minal y Correccional de la Capital Federal, 
Sala II, “Incidente de excarcelación en au-
tos Hugo Alberto Mosqueda s/robo”, reg. Nº 
393/2015, rta 02/09/15, voto de los jueces 
Niño, Días y Mahiques.

Cámara Nacional de Casación Penal, Sala 
I, “Gómez, Gustavo Daniel s/recurso de casa-
ción”, rta 13/04/10.



Revista MPD § 49

Derechos humanos de las personas con discapacidad psicosocial

Cámara Nacional de Casación Penal, Sala 
I, Causa Nº 13.809, “Menéndez, Ariel Rober-
to s/recurso de casación”, rta 7/12/10, voto de 
los jueces Madueño y Rodríguez Basavilbaso.

Cámara Nacional de Casación Penal, Sala 
II, “Brois Montani, Jonathan Christian s/rec. 
de casación”, reg. Nº 18.759, rta 22/06/11, 
voto de los jueces Yacobucci y Madueño.

Cámara Nacional de Casación Penal, Sala 
III, “Antuña, Guillermo Javier s/recurso de 
casación”, voto minoritario de Ledesma, rta 
13/09/10.

Cámara Nacional de Casación Penal, Sala 
IV, “Ruiz, Marcelo s/recurso de casación”, reg. 
Nº 14.309.4, rta 20/12/10, votos de los jueces 
Diez Ojeda y González Palazzo.

Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
“RMJ s/insania”, rta 19/2/2008, Fallos 331:211. 

CSJN, “Antuña Guillermo Javier s/ causa 
nº 12.434”, rta 13/11/2012, Fallos 335:2228.

CSJN, “Gramajo s/robo en grado de tenta-
tiva”, rta 5/09/2006, Fallos: 329:3680.

CSJN, “Tufano Ricardo s/internación”, rta 
27/12/2005, Fallos 328:4832.

Juzgado Nacional en lo Criminal de Ins-
trucción Nº 40, Causa “Villalba, Octavio s/ 
homicidio”, rta 19/3/2007. 


